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La Contraloría General de la República comenzó a funcionar en Colombia como 
ente estatal de forma organizada y estructurada, el primero de septiembre de 
1923 bajo la vigencia de la Ley Nº 42. La designación del Contralor la hacía 
directamente el Presidente de la República.  
 
El control fiscal sobre los bienes y recursos públicos y la eficacia de la inversión a 
través de los presupuestos públicos ha evolucionado en aspectos relacionados 
con el mejoramiento de normas jurídicas sustantivas y procedimentales, así como 
la armonización con ordenamientos del Derecho Público y Privado. Ello no deja 
de lado la constante preocupación de los colombianos, reflejada en la 
insatisfacción por sus resultados. 
 
La función de inspección que se ejerce a través de potestades exorbitantes de 
carácter reglado como función pública de imperium, habilita a los órganos de 
control fiscal para averiguar hechos, recopilar datos, así como comprobarlos. Su 
finalidad es acopiar información para comprobar la efectiva observancia de las 
normas y cerciorarse de su exacto cumplimiento, sobre todo en el tema de 
prohibiciones y obligaciones que se imponen, tanto a particulares como a 
servidores públicos. En la actualidad esta función y potestad arroja unos exiguos 
resultados, lo que conlleva a observar e identificar qué aspectos fundamentales 
impiden un ejercicio adecuado y qué factores externos influyen y determinan la 
ocurrencia de debilidades en el desarrollo y la aplicación del sistema.  
 
No produce extrañeza en el común de las gentes, señalamientos a medios de 
comunicación como aptos e idóneos para desempeñar funciones de Contralor, 
por la oportunidad de las denuncias formuladas. Pero hay otra limitante oculta, y 
es la animadversión extrema o el afecto íntimo con carácter particular o el móvil 
partidista o electoral; en ambos casos, salen mal libradas la autonomía y la 
independencia de los órganos de control fiscal. 
 
También ha sido preocupación permanente de los colombianos la precaria 
autonomía e independencia de los entes de control fiscal, lo cual se refleja en la 
tensión existente por la forma de conformación de ternas de los candidatos, 
diferida a la rama judicial. En la designación sucede lo mismo y se observa la 
injerencia de la rama legislativa en el ámbito nacional y de las Corporaciones 
Administrativas Territoriales, cercenando de tajo la autonomía y la independencia 





Ahora bien, en materia de presupuesto ha sido costumbre inveterada del ejecutivo 
en lo nacional, y de gobernadores y alcaldes en lo territorial, darle manejo unitario 
a la formación del presupuesto anexando los órganos de control como parte de la 
administración. Este accionar del ejecutivo ha conllevado, que ante la precaria 
situación financiera de las entidades territoriales los órganos de control fiscal 
hayan sido reestructurados hasta tal punto, que es risible y poco o nada creíble 
que el control en esas circunstancias sea ejercido en forma adecuada y correcta; 
no generando en los colombianos confiabilidad en la protección de los recursos 
públicos.  
 
Es claro que la autonomía y la independencia del control fiscal en Colombia se 
encuentra afectada e impactada gravemente, por cuanto existen limitaciones 
objetivas que impiden un ejercicio de control frente a la realidad de la corrupción 
agenciada por servidores públicos y particulares contra los fondos, bienes y 
servicios estatales.  
 
Existe una marcada desventaja con respecto a la subsistencia, conformación y 
asignación presupuestal para la elección de órganos de control fiscal, así como de 
su autonomía e independencia; observamos, cómo el ámbito territorial cuenta con 
puntuales procesos electorales para la escogencia de alcaldes y gobernadores 
desde hace más de dos décadas, mostrando evolución positiva respecto de estas 
Instituciones político-administrativas; igual ni qué decir de las de Presidente y 
Congreso de la República. 
 
El proceso de descentralización administrativa concebido desde 1968 está 
incompleto, por cuanto el jefe del órgano fiscalizador de los recursos públicos se 
encuentra ante una minoría de jerarquía y autoridad frente a la elección de 
Presidente, Gobernador, Alcalde; Congreso, Asambleas y Concejos; funcionarios 
que son elegidos por voto popular. Por ello es necesario establecer con 
credibilidad de rango constitucional un ejercicio autónomo e independiente, para 
desplegar adecuada y oportunamente la gestión de control. 
 
Colombia es un Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el 
respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que 
la integran y en la prevalencia del interés general. Así lo define el artículo 1° de la 
Constitución Política de 1991. De ésta descripción del Estado colombiano surgen 
unos principios que serán desarrollados a lo largo de la Carta política. “Los 
objetivos y valores que el constituyente de 1991 consagró, se alcanzan con 
hechos concretos, para cuya realización es preciso contar con los recursos 
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necesarios, que deben ser administrados a través de una gestión fiscal que refleje 
total rectitud, eficiencia y eficacia, a través del control fiscal”1. 
 
En el mundo contemporáneo los estados intervienen en la vida social para 
estimular la producción en los períodos de crisis y facilitarla en los de auge 
económico, proteger a los menos favorecidos socio-económico y lograr mejor 
distribución de la renta nacional. Aquí es donde el control fiscal cumple la función 
de vigilar y controlar la gestión administrativa de las entidades estatales, traducida 
con equidad en valores sociales. 
 
Forero Salcedo, en su ensayo Garantía de los derechos fundamentales en el 
ámbito del Estado Constitucional Español y colombiano, menciona:  
 
 
El Estado Constitucional se caracteriza así mismo, por el 
establecimiento de unos poderes públicos en función de los 
derechos individuales, criterio que exige que esos poderes se 
determinen por la decisión mayoritaria de los ciudadanos, a partir 
del ejercicio de sus derechos políticos, es decir, los poderes como 
emanación de la voluntad popular2. 
 
 
Por disposición constitucional desde 1991, en Colombia se desagregó el ámbito 
estatal en el orden territorial donde adquirieron mayor importancia los municipios y 
distritos; en este orden de ideas, estas entidades territoriales deben calcular sus 
gastos e inversiones, fijar los planes de desarrollo, preparar el presupuesto y 
ejecutarlo debidamente. Esta decisión requiere de controles adecuados como el 
control fiscal, que tiene la finalidad esencial de comprobación de la debida 
aplicación de la decisión al ser elegido desde el poder legislativo en lo Nacional; 
las Asambleas y los Concejos, en lo territorial. El cumplimiento de esa decisión se 
materializa con la elección, y que consiste en efectuar un ejercicio de control 
sobre la gestión presupuestaria y financiera a fin de aplicar el poder sancionador 
como medida correctiva y enviar un mensaje de carácter preventivo a los 
administradores de bienes y recursos públicos a fin de evitar peculados, 
concusiones, cohechos y demás especies de despilfarros o malversaciones de los 
recursos públicos3. 
 
                                                            
1
 ESCOBAR PÉREZ. Jacobo. Derecho Constitucional Colombiano. Bogotá: Editorial Temis, 1997, 
p. 687.  
2
 FORERO SALCEDO, José Rory. Garantía de los derechos fundamentales en el ámbito del 
Estado Constitucional Español y colombiano En: Revista Nueva época. Bogotá, Facultad de 
Derecho, Corporación Universidad libre de Colombia (mar – abr. 2006).  
3
 ESCOBAR PÉREZ, Op. cit., p. 689.  
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La etapa del control, como parte del proceso administrativo de los Entes Públicos, 
varió sustancialmente con la reforma constitucional mencionada, puesto que, en 
la Constitución de 1991 hay distintos elementos nuevos que demuestran la 
naturaleza técnica del cambio. La sustitución de los sistemas de control previo y 
perceptivo por un sistema posterior de gestión y de resultados, es una de las 
características principales de la modernización. Al contrario del anterior, el nuevo 
esquema de control fiscal está orientado a verificar en qué medida los resultados 
mostrados por las entidades fiscalizadas, realmente han alcanzado las metas 
contenidas en sus propios planes de desarrollo. En fin, son muchos los ejemplos 
que se podrían citar, y que permitirían comprobar la naturaleza y magnitud de los 
cambios técnicos introducidos en la etapa de control. Aun así, la evolución ha sido 
lenta y por lo tanto, se debe desarrollar el tema electoral en el control fiscal, 
direccionando la propuesta hacia la elección popular de contralores en Colombia.  
 
Se reitera que el control fiscal sobre los bienes y recursos públicos y la eficacia de 
la inversión a través de los presupuestos públicos, ha sido una constante 
preocupación en la historia del país y en la evolución de nuestras instituciones 
político-administrativas, como también lo ha sido la constante superación de la 
insatisfacción del colectivo por los malos resultados de este control.  
 
Esta circunstancia sin lugar a dudas señala directamente lo que Luis Jorge Garay 
ha llamado sin ambages la deslegitimación del Estado y la pérdida de la 
convivencia ciudadana; en efecto, el autor señala: 
 
 
La precaria legitimidad del Estado colombiano ha favorecido el 
resquebrajamiento de funciones y responsabilidades básicas e 
inalienables de un estado democrático…, responder por la 
preservación del orden instituido en el orden político y social…, en 
Colombia la desinstitucionalidad del Estado ha llevado a su 
paulatina sustitución por parte de grupos o intereses privados 
poderosos en el arbitrio de relaciones políticas, económicas, 
culturales y sociales en la sociedad relegándose el imperio del 
bien común a favor de propósitos individualistas o grupales4.  
 
 
A partir de la vigencia de la Constitución de 1886, se dio paso al fortalecimiento 
de la descentralización administrativa desde la perspectiva del ejercicio electoral y 
el control político del constituyente primario, con la reforma legislativa contenida 
en el Acto legislativo número uno de 1986, que modificó, entre otros, el artículo 
201 de la Constitución mencionada y dispuso que: “Los alcaldes serán elegidos 
                                                            
4
 GARAY, Jorge Luís. Construcción de una nueva sociedad. Bogotá. Tercer Mundo Editores, 1999, 
p. 2.  
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por el voto ciudadano para períodos de dos años, el día que fije la ley y ninguno 
podrá ser reelegido para el período siguiente5”.  
 
Teniendo en cuenta las limitaciones que, como es natural, se expresaron al 
comienzo del ejercicio, es en el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) que 
confluyen una serie de factores que ponen a la orden del día los temas de la 
descentralización, la regionalización y la participación ciudadana. 
 
La polarización de las distintas fuerzas sociales, el protagonismo de las guerrillas, 
la consolidación del narcotráfico, el empobrecimiento creciente de las mayorías, la 
deuda externa, colocan al país al borde de la disolución. Se reedita la consigna 
nuñista del 86: "Reforma o catástrofe" y a ello se aplica el Gobierno. En efecto, 
reformas y proceso de paz se hermanan, las primeras son prerrequisitos del 
segundo. Pero los intereses involucrados, son determinantes en los centros de 
poder y minan la voluntad de cambio gubernamental. 
Al respecto, León Gómez Pizarro plantea: 
 
 
Con excepción de la elección popular de alcaldes, que implica el 
rompimiento de uno de los eslabones de la lógica de 
funcionamiento del régimen, los demás proyectos no tenían 
ningún peso político de trascendencia", afirma acertadamente 
Francisco Leal Buitrago, a propósito de las reformas políticas de 
la administración Betancur. Las reformas aprobadas -publicidad 
de los Actos y documentos oficiales, Reforma electoral, Estatuto 
de Partidos, Reforma Departamental se orientaron 
fundamentalmente hacia la modernización de las instituciones 
políticas tradicionales, más que hacia una ampliación del espacio 
democrático. 
 
Esa modernización es indispensable, pero no suficiente. La 
persistente desinstitucionalización de la participación política y 
social en Colombia muestra la sobrevivencia de los obstáculos 
que bloquean la incidencia de vastos sectores de la población -la 
inmensa mayoría, en el proceso decisional del país. Por ello, 100 
años después de promulgada la constitución de 1886, la consigna 
nacional ya no es "Regeneración o catástrofe" sino "Apertura 
democrática o catástrofe6. 
 
 
                                                            
5
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Acto legislativo N° 1 de 1986.   
6
 LEONGOMEZ PIZARRO, Ernesto, Cien años de la Constitución 1886-1986, Reforma política o 
catástrofe. En: Revista foro (may – jun. 1986), p. 62.  
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Aun así, con todos los obstáculos, debemos mencionar que se ha contribuido al 
fortalecimiento de la democracia representativa en las entidades territoriales, 
enunciando que hace falta mucha gestión desde lo político y de los ciudadanos, 
para dar paso a la democracia participativa. Si bien es cierto que la elección 
popular de alcaldes ha permitido avances importantes en la consolidación de la 
democracia local, también lo es, que hemos acudido a presenciar dictaduras del 
ejecutivo con prototipos que van desde el populismo de corbata o, de aquellos 
constituidos como los mensajeros de los grupos de poder que no la usan. 
 
En la Constitución de 1991 se creó el orden territorial como un nivel constitucional 
independiente del ejecutivo, circunstancia que fortaleció el proceso de la 
descentralización administrativa, recientemente las diferentes reformas llevaron a 
que los períodos de los alcaldes se aumentaran a cuatro años, para permitir 
tiempos razonables en la ejecución de los programas de gobierno ofrecidos a los 
electores7. 
 
Con este antecedente determinante se considera, que la elección popular de 
Contralores resultará ser una herramienta eficaz y eficiente en la lucha contra la 
corrupción en todos sus ámbitos y esferas; además, un insumo esencial para 
avanzar en el ejercicio del control político, nicho del pluralismo político y de la 
soberanía popular, expresión legítima, coherente y racional del constituyente 
primario8.  
 
Aunque la función fiscalizadora sobre la gestión de la administración, aplicada a 
los bienes y recursos públicos, y a la eficacia de la inversión a través de los 
presupuestos públicos ha evolucionado, se considera que no ha concluido su 
función, por cuanto se requiere de mecanismos directos de la democracia 
representativa y participativa, expresadas desde el pueblo. En la Constitución 
política está el principio de la soberanía popular, que busca impulsar el avance de 
nuestras instituciones político-administrativas, representa un camino expedito y 
directo de carácter electoral. Si el control fiscal evoluciona en la forma y en el 
fondo optimizando la función de vigilancia, control y sanción haciendo efectivas 
las consecuencias fiscales por las acciones u omisiones en el manejo e inversión 
del presupuesto público, también lo hace la administración fiscalizada; y, con ello 
mejoran el nivel y la calidad de vida de los colombianos. 
 
En un Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho, como el 
colombiano, determinado por valores, principios, derechos, garantías y deberes 
de las personas, sobresalen con primacía los principios de la soberanía popular, 
el pluralismo político, la democracia representativa, la participación ciudadana. 
                                                            
7
 LONDOÑO TORO, Beatriz. Crisis de Estado o Estado de Crisis. Bogotá: Centro Editorial 
Universidad del Rosario, 2003, p. 213 y 214. 
8
 DUVERGER, Maurice. Instituciones políticas y de Derecho Constitucional. Barcelona: Ediciones 
Ariel, 1961, p. 246. 
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Los valores referidos al pluralismo político y a la integración por vía electoral de 
los cargos de elección popular, son esenciales para la tangibilidad de la función 
constitucional a través de la de la democracia y la función administrativa9, carácter 
materializador del cumplimiento de los fines esenciales del Estado Constitucional, 
Democrático y Social de Derecho10.  
 
Por ello se hace necesaria la construcción del proyecto de acto legislativo para la 
Elección Popular de Contralores, como un ejercicio que contribuirá a ampliar el 
espectro de la democracia representativa del control fiscal. 
 
El avance constitucional dado con la Carta de 1991, nos lleva a afirmar que el 
proceso de descentralización administrativa debe ser recompuesto y dotar al 
orden territorial de herramientas financieras y presupuestales, a fin de consolidar 
el desarrollo de la periferia, sepultando de una vez los rezagos decimonónicos de 
un centralismo que nos ha negado la posibilidad de ser superiores en el concierto 
latinoamericano. Por ello consideramos que el control político que corresponde al 
Congreso, las Asambleas y los Concejos no alcanzará su consolidación mientras 
la designación de contralores no sea integrada mediante origen democrático. 
 
Entonces, no se requiere de un profundo análisis para concluir que la forma de 
integración de la terna y elección de segundo grado es inconveniente por dos 
razones lógicas: una, las Cortes y los Tribunales son el juez natural del Contralor, 
dos, el Congreso, las Asambleas o los Concejos son los órganos de control 
político, que posteriormente examinaran la gestión de los servidores públicos de 
la administración y de los organismos de control.  
 
Corresponde preguntar ¿tiene autonomía e independencia el contralor para 
desplegar una función constitucional en forma imparcial?  
 
La respuesta a este interrogante es negativa; además, la evolución constitucional 
debe ser continuada desde el órgano legislativo, a fin de lograr que haya mayor 
intervención electoral y de control político del constituyente primario. Una de las 
expresiones constitucionales es la elección popular de contralores. 
 
La situación actual es preocupante ya que, pese a las presiones desde las 
veedurías ciudadanas, la ciudadanía, la opinión pública y los medios de 
comunicación, un buen porcentaje de las investigaciones llevadas en estos 
organismos de control, en especial las que recaen sobre personajes de la élite de 
                                                            
9
 Desde el punto de vista material, la función administrativa es la actividad del Estado encaminada 
a crear situaciones jurídicas concretas e individuales.  
10
 CONRADO, Hesse. Constitución y derecho constitucional, mutación y reforma constitucional. 
Manual de Derecho Constitucional. Madrid: Marcial Pons-Ediciones Jurídicas y Sociales, 2001, p. 
9 - 10. 
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la administración, se han convertido en muchos casos en formalismos que 
concluyen con autos de archivo o prescripción, debido a intereses inconfesables. 
 
Hoy, cuando el país afronta una de sus más notorias crisis y se conoce la realidad 
de la conformación de sus poderes públicos, tenemos que convocar a toda la 
sociedad para que en lugar de levantarnos a señalar y evadir responsabilidades, 
busquemos salidas dignas y futuristas para superarla, generando nuevos 
espacios de participación democrática, donde la soberanía popular, principio de 
primacía constitucional11, inicie una nueva carrera en el proceso de la democracia 
representativa a través de la elección popular de contralores. 
 
¿Podemos hablar de una verdadera democracia en el ámbito nacional y local, 
cuando los organismos de control obedecen a directrices del ejecutivo, legislativo 
o judicial, sujetos de control a evaluar por el postulado o elegido y/o a coaliciones 
de intereses personales y burocráticos? 
 
¿Podemos hablar hoy, después de más veintidós años de la elección popular de 
alcaldes, de una verdadera democracia local, cuando sus últimos alcaldes han 
sido elegidos sin el acompañamiento de controles fuertes, que garanticen 
transparencia en la gestión fiscal con autonomía e independencia? Tenemos que 
responder que no, y la oposición registrada desde la Asamblea Nacional 
Constituyente, donde concurrió el país decimonónico y que buscó un cambio que 
fue dado a medias, todavía mantiene en gran parte ese Estado obsoleto, no hay 
oposición real, fiscalización y menos, control político. 
 
No es apriorístico señalar, que los órganos de control y sus representantes 
legales, materializadores de la función administrativa a través de la atribución y 
función constitucional de la vigilancia y el control12, no ejercen su función 
cabalmente, no porque no quieran sino porque están inmersos en un sistema que 
les impone compromisos que evitan su actuar en debida forma.  
 
Por ello hoy, el desarrollo de sus funciones, deberes y obligaciones no se ajusta a 
la realidad del país. Es por esta razón, que cuando se habla del fortalecimiento de 
la democracia, la única salida es la elección popular de contralores. 
 
Finalmente, se considera que es necesario redescubrir la política y su función de 
representar al pueblo sin derivar en la violencia y la guerra. El remedio político a 
la violencia es la ampliación de la democracia y la pieza central de esa ampliación 
son los partidos, los movimientos y las organizaciones civiles de los ciudadanos y 
las comunidades.  
                                                            
11
 BENDA, Ernesto. El Estado social de Derecho. Manual de Derecho Constitucional. Madrid: 
Marcial Pons-Ediciones Jurídicas y Sociales, 2001, p. 528 - 529.  
12
 HERNAO HIDRON, Javier, Panorama del Derecho Constitucional Colombiano. 3ª Ed. Bogotá: 
Editorial Temis, 1996, p. 300.  
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Ello es posible, tanto en la democracia representativa como en la participativa, ya 
que “…mediante poder y acción se avanza en la democratización social en el 
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Se pretende con el presente ejercicio académico que el proceso de 
descentralización administrativa deba continuar buscando el camino evolutivo del 
Estado colombiano vire hacia el régimen autonómico, dándole preponderancia a 
la voluntad de las comunidades en las regiones como factor de poder real, 
traducido en poder popular constituyente desarrollándose y dando paso a la etapa 
de la verdadera autonomía e independencia en los ámbitos nacional y territorial, 
especialmente en la aplicación de un sistema de control fiscal que consulte la 
realidad socioeconómica del país. 
 
Por ello se sostiene que existe una precaria autonomía e independencia del 
control fiscal en Colombia, son muchas las circunstancias que generan esta 
falencia, pero, para efectos de esta monografía, se direcciona este trabajo al tema 
de pesos y contrapesos en los poderes públicos y en los órganos de control; de 
igual forma, en la tensión de las ramas legislativas y judicial en el ámbito nacional 
y en las corporaciones públicas territoriales, respecto de la autonomía y la 
independencia de los órganos de control fiscal. 
 
La propuesta va orientada a mejorar el ejercicio de control fiscal para el manejo 
adecuado de los recursos públicos, posibilitando el ejercicio democrático desde la 
soberanía popular, el pluralismo político y la integración por vía democrática-
electoral de la función pública del control fiscal. 
 
El trabajo se desarrolla en cuatro capítulos en los cuales se hace énfasis en la 
forma y el contenido de la reforma constitucional, para alcanzar la autonomía y la 
independencia del control fiscal. 
 
El capítulo I se refiere al marco histórico del control fiscal a la hacienda pública 
desde la Colonia y su cambio hasta la modernidad con la llegada del economista 
estadounidense Walter Kemmerer (1875-1945), quien formula una serie de 
cuestionamientos sobre la Corte de Cuentas que concluyeron con la creación del 
Banco de la República, la reorientación de la contabilidad de la Nación y la 
creación del Departamento de Contraloría, mediante la Ley 42 de 1923. Se 
estudia el periodo regido por las reformas constitucionales, el texto de la Carta 
política del 86, en especial la relacionada con la Ley 20 de 1975, que dio origen a 
los controles previo, perceptivo y posterior (control numérico legal). Con esta Ley 
se inicia y amplía la facultad de la Contraloría para fiscalizar a los particulares que 
manejen los bienes y recursos del Estado, y refrendar los contratos de la deuda 
pública. Luego se trata la fase de la posmodernidad del control fiscal haciendo 
alusión a los sistemas de control fiscal desarrollados con la Carta fundamental de 
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1991, la especifidad del tema tratado en los artículos 267 y ss., así como la 
expedición de la ley 42 de 1993 y de la ley 610 de 2000. Este marco legal 
constituye una orientación del Estado, al escindir los procedimientos de vía 
gubernativa estructurados a partir de la nueva expresión del oficio de controlar.  
 
En el capítulo II, se presenta el tema referido a la importancia estratégica de la 
autonomía y la independencia del control fiscal, determinando su importancia 
estratégica a partir del control a la gestión fiscal ejercida por instituciones o 
entidades estatales, representadas legalmente por servidores públicos y personas 
jurídicas del Derecho privado, entre otras entidades, representadas por 
particulares o personas naturales que manejen fondos o bienes del Estado.  
 
Se critica férreamente la intromisión de escogencia y nominadora de dos de las 
tres ramas del poder público, que con el tiempo ha sido objeto de criterios 
encontrados, a la hora de revelar la autonomía funcional del control fiscal. 
 
Se trata también, del compromiso general que a través de la autonomía e 
independencia del control fiscal se tenga para alcanzar la convivencia social y 
pacífica, mantener la concordia y asegurar la integridad de un orden político, 
económico y social justo. Se plantea el ejercicio del control fiscal serio, eficiente y 
eficaz. 
 
En el capítulo III, el trabajo devela  que las Controlarías como Institucionalidad 
son organismos de control fiscal en todos los niveles del Estado, que vigilan la 
gestión fiscal de la administración y de los particulares que manejen fondos o 
bienes de la Nación, bajo instrumentos como la evaluación de la gestión fiscal 
estatal. Se menciona la excepción a la regla y es la ocurrencia, en casos 
excepcionales, de la intromisión del Contralor General de la República, para 
ejercer control posterior sobre cuentas de cualquier entidad territorial. 
 
En este capítulo se define también, que la institución de control fiscal se organiza 
constitucionalmente como una entidad de carácter técnico con autonomía 
administrativa y presupuestal, con competencias y funciones de carácter 
horizontal en el ámbito nacional, departamental, distrital y municipal. 
 
En el capítulo IV se refiere a los requisitos y forma de elección del contralor para 
el desempeño de sus funciones y el ejercicio del cargo de Contralor General, 
Regional o Local en Colombia. Se analizan en detalle los requisitos 
indispensables que debe cumplir un candidato para su elección como contralor, y 
se detalla la forma de elección actual del contralor. 
 
Ahora bien el problema que se plantea es ¿En Colombia el control fiscal ejercido 
desde las contralorías es autónomo e independiente?, así las cosas se busca con 
el ejercicio académico demostrar como hipótesis si es ¿Es autónomo e 
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independiente el control fiscal en Colombia?, demostración a través de objetivos 
un general en que se considere pertinente dotar de autonomía e independencia al 
control fiscal en Colombia, respecto de la ramas del poder público. Y específicos, 
buscando mejorar el ejercicio del control fiscal para el manejo adecuado de los 
recursos públicos. También el de posibilitar el ejercicio democrático desde la 
soberanía popular, el pluralismo político y la integración por vía electoral la 
función pública de control fiscal. 
 
Consideran los autores que la justificación en el presente trabajo, fundamenta su 
esencia que en un Estado Constitucional, Democrático y Social de Derecho, como 
el colombiano determinado por los valores, principios, derechos, garantías y 
deberes de las personas, debe establecerse para el control fiscal un sistema de 
pesos y contrapesos que garanticen un ejercicio fiscalizador con recursos 
técnicos y financieros que generen en los regentes del ente independencia de 
criterio. 
 
Ahora bien observamos también que sobresalen con primacía los principios de la 
soberanía popular, la democracia representativa, la participación ciudadana, 
pluralismo político e integración por vía electoral. La tesis que propone autonomía 
e independencia del control fiscal debe llevarnos a la integración democrática de 
los regentes del mismo, lo que es esencial para la materialización de los principios 
y supravalores democráticos anclados desde la soberanía popular y el pluralismo 
político. 
 
Lo anterior cual legitima desde su origen y representatividad un ejercicio 
democrático acorde con la función constitucional de control fiscal, haciéndola 
tangible y visible desde la función administrativa, asegurando con ello el 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado Constitucional, Democrático y 
Social de Derecho. 
 
Se considera que el desarrollo de la Carta Fundamental, se encuentra en 
permanente evolución y se hace necesario el fortalecimiento de la autonomía e 
independencia del control fiscal, por cuanto hasta ahora se ha demostrado en 
forma contundente que los contralores no tienen la independencia de criterio para 
adelantar en forma adecuada el ejercicio de control fiscal. Sin lugar a dudas este 
nuevo paradigma ampliará el espectro de la democracia representativa y abrirá el 
camino para la conformación de otras autoridades por elección popular. 
 
Todo lo anterior evitará que se presenten contralores excepcionales, agenciados 
por servidores públicos poco amigables del control fiscal; pero además generará 
un valor agregado importantísimo y es el relacionado con un control fiscal con 
total independencia de la administración fiscalizada y las practicas ocurridas al 




El anexo se refiere al tema de la exposición de motivos a la reforma constitucional 
y se plantea el proyecto de acto reformatorio de la Constitución Política, que 
busca la modificación de los artículos 267 incisos cuarto, quinto y noveno; 272 
inciso 3, de la Constitución Política, es aquí donde se propone a los colombianos 
que el Contralor General de la República y los contralores territoriales serán 
elegidos por voto directo, del constituyente primario. 
 
El ejercicio académico concluye con serias reflexiones y planteamientos referidos 
a los importantes cambios constitucionales que repercuten en el manejo de los 
bienes y presupuestos de la Nación, sobre todo, aspirando a que se tome 
conciencia de la responsabilidad ética, jurídica y social de quienes intervienen en 






1. MARCO HISTÓRICO DEL CONTROL FISCAL EN COLOMBIA 
 
 
Desde la invasión española se conoció en la colonia neogranadina que en 1492 
los Reyes Católicos designan un funcionario para supervisar el manejo de los 
recursos destinados al segundo viaje de Cristóbal Colón a América. 
 
 
1.1 ETAPA PRE REPUBLICANA 
 
 
En 1511 se crea el Tribunal de la Real Audiencia de Santo Domingo para 
organizar las administraciones de las colonias mediante la rendición de cuentas, 
en 1604 surge el Tribunal de Cuentas en Santa Fe de Bogotá, por iniciativa del 
Rey Felipe III, en 1807 nacen las oficinas de contabilidad. Un año después, por 
iniciativa de Napoleón Bonaparte, se establece la Corte de Cuentas. 
 
En 1821 la gestión fiscal es elevada a precepto constitucional. Por medio de la 
Ley 6 se crea la Contaduría General de Hacienda, con facultad para examinar y 
fenecer las cuentas y ejercer jurisdicción coactiva, en 1850 con la Ley 2014. 
 
En 1853 se consagró la integración por vía democrática de los contralores, fue la 
única Constitución colombiana producto del consenso, desafortunadamente no 
fue puesta en práctica ya que el signo trágico de la guerra la sepultó con la 
proclamación de la Constitución federalista radical de 1863, irónico camino para 
concluir en la de 1886, con su centralismo político a ultranza semejante al de las 
monarquías constitucionales, en fin el Estado decimonónico que aun hoy pervive. 
 
Años más tarde la Contraloría se transforma en Oficina General de Cuentas, y en 
1857 sus miembros son designados por el Congreso.  
 
En los albores de 1898 se restablece la Corte de Cuentas, integrada por 10 
magistrados con un período de cuatro años. Posteriormente las leyes 61 de 1905, 
19 y 110 (Código Fiscal) de 1912, 36 de 1918 y 61 de 1921 introducen otras 
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1.2 ETAPA REPUBLICANA 
 
 
1923 llega al país la Misión Kemmerer encabezada por el profesor Walter 
Kemmerer15 y formula una serie de cuestionamientos sobre la Corte de Cuentas 
que llevaron a la creación del Banco de la República, la reorientación de la 
contabilidad de la Nación y la creación del Departamento de Contraloría, mediante 
la Ley 42 de 1923. 
 
Con la firma del Presidente de la República, Pedro Nel Ospina; su ministro del 
Tesoro, Gabriel Posada, y los presidentes del Senado, Luís de Greiff, y de la 
Cámara, Ignacio Moreno, el Gobierno Nacional expidió el 19 de julio de 1923, la 
Ley 42 sobre "Organización de la contabilidad oficial y creación del Departamento 
de Contraloría".  
 
La creación del Departamento de Contraloría fue aprobada por el Congreso, 
después de que el gobierno de entonces presentara a su consideración un 
proyecto de ley que acogía una recomendación que en tal sentido le hizo una 
misión de expertos norteamericanos encabezados por Edwin Walter Kemmerer, 
profesor de economía política con amplia experiencia en los temas de moneda y 
banca.  
 
Esta misión llegó al país para reorganizar las finanzas públicas, envueltas en una 
profunda crisis producto de la inestabilidad social y económica generada por las 
guerras de principios del siglo pasado. Esteban Jaramillo, quien fue ministro de 
Hacienda del gobierno de Enrique Olaya Herrera y cuyas obras administrativa y 
económica lo llevaron a ser considerado en su tiempo como un brillante estadista, 
prestó asesoría legal a esta misión. 
 
La Misión Kemmerer recomendó la creación del Departamento de Contraloría, por 
considerar que podía establecer los medios para imponer una estricta 
observación de las leyes y reglamentos administrativos en lo relacionado con el 
manejo de propiedades y fondos públicos. Los expertos norteamericanos 
consideraron, además, que la Contraloría podía ejercer gran influencia para 
asegurar la recaudación de rentas y hacer entrar su producto a la Tesorería. Es 
importante aclarar que al llegar la Misión Kemmerer a Colombia, actuaba la Corte 
de Cuentas.  
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El nuevo Departamento de Contraloría comenzó a funcionar el 1° de septiembre 
de 1923, año en que entró en vigencia la Ley 42. El Presidente Ospina nombró 
como primer Contralor General de la República a Eugenio Andrade.  
 
La Corte de Cuentas, la Dirección General de Contabilidad, la Oficina Nacional de 
Estadística y la Oficina Central de Ordenaciones del Ministerio del Tesoro 
quedaron incorporadas al Departamento de Contraloría. Todos los empleados, 
libros, constancias, documentos, papeles, mobiliarios y otros objetos 
pertenecientes a dichas oficinas fueron trasladados al Departamento de 
Contraloría, que comenzó a funcionar en una esquina de lo que hoy es el centro 
de Bogotá (carrera 9 con calle 12).  
 
Las labores relacionadas con la revisión y la liquidación de cuentas de las oficinas 
recaudadoras o pagadoras, así como todos los empleados dedicados a este 
trabajo en la Tesorería General de la República, en las administraciones de 
Aduanas, Salinas, Correos y Telégrafos, en las Oficinas de Timbre, en las Casas 
de Moneda, así como en otras oficinas del gobierno, pasaron a depender del 
Departamento de Contraloría, al cual se trasladaron.  
 
La Ley 42 de 199316 atribuyó al Departamento de Contraloría facultades como la 
de revisar y contar los elementos de propiedad estatal, lo mismo que las 
estampillas y el papel sellado en poder de empleados públicos. Le permitía, 
además, examinar y verificar las entradas y licenciamientos de personal en el 
Ejército y la Policía. 
 
En 1932 por medio del Decreto 911, la Contraloría es organizada como una 
oficina de contabilidad y control fiscal y se establece la obligatoriedad de rendir 
cuentas ante este organismo, sobre el manejo de los bienes y recursos del 
Estado. 
 
Así continuo hasta que en 1945 a través de la reforma constitucional se definen 
los mecanismos para el ejercicio del control fiscal, se determina la forma de 
elección del contralor y se fija el período del mismo. 
 
Ya en 1968 mediante una de las reformas dentro de uno de los periodos político-
social más importantes del país se establece la presentación de candidatos a 
contralor, ante el Congreso, por parte del Consejo de Estado, y se fija en cuatro 
años el período del titular del ente fiscalizador. 
 
En 1975, con la Ley 20, se da origen a los controles previo, perceptivo y posterior 
(control numérico legal). Se amplía la facultad de la Contraloría para fiscalizar a 
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los particulares que manejen los bienes y recursos del Estado, y la de refrendar 
los contratos de la deuda pública; se crea la Comisión Legal de Cuentas de la 
Cámara de Representantes, con la función de terminar o no, la cuenta general del 
presupuesto y del tesoro. 
 
En 1991, el control fiscal parte de cero con cambios fundamentales en su 
concepción y ejercicio. Se elimina el control numérico legal y se da paso al 
posterior y selectivo17, fundamentado en los principios de eficiencia, economía, 
eficacia y la valoración de los costos ambientales. Se concibe la Contraloría como 
una entidad técnica con autonomía presupuestal y administrativa. Pero se 
continuó con la presentación de candidatos desde la rama judicial y su elección 
desde el Congreso de la República, cortando de tajo la autonomía e 
independencia del control fiscal. 
 
Recientemente en 1993 con la Ley 42, se establecen los procedimientos, 
sistemas y principios para el ejercicio de la vigilancia fiscal y se reglamenta el 
proceso de responsabilidad fiscal, el cual debe ser adelantado en dos etapas: 
investigación y juicio. Se continúa en este periodo dándole entidad propia al 
proceso de responsabilidad y se establece por Ley; mediante la Ley 610 de 2000, 
se reduce a una sola etapa. Se define el concepto de gestión fiscal, los elementos 
para la responsabilidad fiscal, se fijan los términos para la caducidad y la 
prescripción y se extiende la responsabilidad fiscal a los herederos como 
consecuencia de la muerte del presunto responsable.  
 
Debemos mencionar que el control fiscal, desde la expedición de la Constitución 
de 1991, ha recibido una mengua en su poder controlador, que, se constato por 
parte del Gobierno y del Congreso, se han dispuesto toda suerte de normas que 
buscan su eliminación. Máximas expresiones de esta tendencia que apoya la 
corrupción en todos sus ámbitos y esferas son entre otras la Ley 617 de 2000, 
con la que se expidió certificado de defunción al control y a la autonomía de las 
entidades territoriales, otro logro del Gobierno fue la Ley 550 de 1999. En la era 
privatizadora del Estado colombiano desde 1995, las Contralorías han realizado 
ejercicios de control que constituyen la excepcionalidad y no la generalidad, aun 
así con esta escasa participación del control en estos procesos leoninos, se busca 
acallar la representación de la sociedad en la defensa de las finanzas de los 
colombianos. 
 
Este enfoque histórico nos permite entender el pasado y el presente de la teoría 
política y cuáles han sido los problemas recurrentes respecto de la lucha contra la 
corrupción, que de acuerdo con esta trayectoria histórica, se relaciona 
estrechamente con la forma de designación del cargo de contralor. 
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2. LA IMPORTANCIA ESTRATÉGICA DE LA AUTONOMÍA Y LA 
INDEPENDENCIA DEL CONTROL FISCAL 
 
 
El control fiscal del Estado sobre la Administración Pública (gestión, actividad y 
actos de funcionarios) y las personas particulares (públicas o privadas) que 
manejen fondos o bienes del Estado18, constituye una función pública diferente en 
esencia y forma de las tres ramas del poder público que se ejerce a nivel Nacional 
por el Contralor General de la República; en el ámbito Departamental, por el 
Contralor del Departamento; en el ámbito Distrital y Municipal, por el Contralor del 
Distrito Capital o Especiales y por el Contralor del Municipio, respectivamente.  
 
Estos organismos especializados institucionalmente representan una unidad de 
gestión y atribuciones devenidas del ordenamiento jurídico vigente; sin embargo, 
en el plano estructural los niveles administrativos del Estado en los cuales se 
desenvuelven, constituyen linderos competenciales19 que los facultan para ser las 
máximas Instituciones de control fiscal en las respectivas Entidades Territoriales 
que ejercen sus competencias en forma horizontal20. 
 
La dirección o jefatura de la Contraloría Nacional y de las Entidades Territoriales 
se desempeña por personas naturales que son elegidas por el Congreso de la 
República y por las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales o 
Distritales respectivamente, previa la escogencia de una terna por parte de los 
organismos jurisdiccionales nacionales (Corte Suprema de Justicia, Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado) o los regionales y locales (Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial y Contencioso-Administrativo). Esta intromisión de 
escogencia y nominadora de dos de las tres ramas del poder público ha sido 
objeto de criterios encontrados, a la hora de revelar la autonomía funcional de la 
Contraloría. 
 
Ahora bien, uno de los presupuestos esenciales de todo Estado, y en especial del 
Estado, Constitucional, Social y Democrático de Derecho, es el de contar con una 
debida separación de poderes públicos y en el caso nuestro, autonomía e 
independencia de los organismos de control, para que puedan desarrollar con 
plena libertad las atribuciones y facultades a su cargo. Una de ellas es la de 
administración de justicia material. A través de ella, se protegen y se hacen 
efectivos los derechos, las libertades y las garantías del segmento de la población 
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bajo las consideraciones constitucionales, legales, jurisprudenciales y 
reglamentarias; a través de verdaderas relaciones de sujeción de carácter 
especial21.  
 
Se trata del compromiso general en alcanzar la convivencia social y pacífica, de 
mantener la concordia y de asegurar la integridad de un orden político, económico 
y social justo. Para el logro de esos cometidos, no sobra aclararlo, resulta 
indispensable la colaboración y la confianza de los particulares en sus 
instituciones y, por lo mismo, la demostración, de parte de las Contralorías, de 
que pueden estar a la altura de su compromiso con la sociedad. 
 
Por ello, en lo que atañe al control fiscal, cada vez se reclama con mayor ahínco 
un ejercicio de control serio, eficiente y eficaz en el que el Contralor y su equipo 
de auditores abandonen su papel estático de simple observador y se convierta en 
mediador al interior de las Instituciones, para evitar la corrupción administrativa y 
el accionar de los delincuentes de cuello blanco y dorado, especialistas en 
defraudar al fisco, apropiándose de los dineros de los contribuyentes.  
 
De tal forma es la importancia estratégica del ejercicio fiscalizador, es que él debe 
gozar de plena autonomía e independencia, haciendo especial énfasis en la 
materia política, técnica, administrativa y presupuestal. Al lograr lo anterior, el ente 
fiscalizador se convierte en un partícipe más de las relaciones diarias, de tal 
forma, que sus decisiones de política pública, como de administrar justicia, no 
sean sólo debidamente sustentadas desde una perspectiva jurídica, sino que, 
además, respondan a un conocimiento real de las situaciones que le corresponde 
resolver22. 
 
Las consideraciones precedentes implican las consecuencias sociales. 
económicas y jurídico legales de haber sido nuestro país consagrado en un 
Estado constitucional, Social y Democrático de Derecho, a través de la Carta 
Política, con un mayor dinamismo en el control fiscal, pues sin lugar a dudas es el 
contralor el primer llamado para hacer valer la supremacía de la Constitución y de 
la ley en materia de control fiscal, en desarrollo del principio del interés general y 
social, ya que lo debatido con el ejercicio de la función es la inversión en forma 
adecuada de los dineros de los colombianos, significancia de orden público, que 
materializa los fines esenciales del Estado Constitucional, Social y Democrático 
de Derecho en beneficio de quienes, con razones justificadas, reclaman su 
protección.  
 
Así, entonces, el control fiscal pasará de ser una función constitucional a ser 
servicio público jurídico legal y social más, a convertirse en una verdadera función 
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pública y administrativa, como bien la define el artículo 268 del Estatuto 
Fundamental.  
 
Lo anterior significa, que tanto en cabeza del Contralor General de República, 
como de los Contralores Territoriales, radica una responsabilidad similar, cual es 
la de hacer realidad los propósitos que inspiran la Constitución en materia de 
control fiscal, y que se resumen en que el Estado debe asegurar su pronto y 
cumplido ejercicio a todos los entes del control fiscal, y no pasar desapercibida 
para los asociados; en otras palabras, que ésta no sea simple letra muerta sino 
una realidad viviente para todos. 
 
Esta importancia estratégica verdaderamente desarrollada mediante la autonomía 
y la independencia del control fiscal, no ha pasado desapercibida para el Tribunal 
Constitucional Colombiano, quien a través de su jurisprudencia nacional con 
carácter obligatorio, ha procedido a estructurar la doctrina constitucional 
especializada sobre el tema, cumpliendo su papel de llenar vacíos e interpretando 
la normatividad sobre control fiscal, en aspectos estructurales, funcionales, del 
ejercicio de la función y atribución constitucional en materia de control fiscal. Con 
ella han sido definidos sus poderes exorbitantes y sus límites, como presupuesto 
esencial del Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho. Pero esta 
jurisprudencia ha privilegiado al Contralor General de la República para que 
termine ejerciendo un control de tutela y jerarquía sobre las contralorías 
territoriales a través del control prevalente y el control excepcional. 
 
 
2.1 LA PRIVATIZACIÓN 
 
 
Un tema que guarda estrecha relación con la autonomía del control fiscal es la 
autorización constitucional de ordenar la contratación con empresas privadas para 
el ejercicio de control fiscal, ello es consecuencia de las políticas públicas 
globales agenciadas desde el FMI-ONU-BM, para los países en vías desarrollo, 
otra forma de cancelar la impagable deuda externa es el surgimiento de la 
privatización que comenzó a desarrollarse en la economía mundial hacia finales 
de los setenta y principios de los ochenta, continúa fortaleciéndose en Colombia 
hoy en día.  
 
En el año de 1994, las ventas de activos públicos en el mundo entero alcanzaron 
una cifra récord cercana a los 60 mil millones de dólares. En Europa, la política de 
privatización ha tomado un nuevo auge con la decisión del Gobierno francés de 
privatizar total o parcialmente unas 21 empresas, incluyendo Elf Aquitaine, la 
empresa petrolera y la famosa compañía de carros Renault. En Inglaterra, la 
empresa y la industria del carbón, la privatización sobre cuya viabilidad existían 
muchas dudas han sido transferidas al sector privado exitosamente. En Alemania 
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se prepara la venta de Deutsche Telekom, la gigantesca empresa estatal de 
teléfonos, luego de la reducción de la participación estatal en Lufthansa del 52% 
al 35%. En España el Gobierno redujo su participación en las empresas públicas 
realizando la segunda colocación de acciones de Endesa, la empresa eléctrica, 
por montos superiores a 1.000 millones de dólares. Portugal y Grecia también 
privatizaron sus compañías de teléfonos entre 1995 y 1996. 
 
En Asia, la política de privatización cobró fuerza. Pakistán ha puesto en marcha 
un novedoso esquema de venta de acciones de la compañía de teléfonos. El 
sector eléctrico está siendo igualmente reestructurado y los marcos regulatorios 
actualizados a fin de permitir la inversión privada tanto nacional como extranjera. 
La India está viviendo un período de gran auge de inversión y flujos de capital 
externo como consecuencia de sus reformas económicas que incluyen, como un 
componente muy importante, la privatización de numerosas empresas públicas, 
incluyendo la compañía de teléfonos. El país isleño, Sri Lanka, se encuentra en 
proceso de relanzamiento de su programa de privatización, el cual incluye entre 
otras muchas empresas, la línea aérea, la compañía de teléfonos y las 
tradicionales plantaciones de té. 
 
En Europa Oriental, la llamada "privatización masiva" sigue su curso, siempre 
sujeta a las turbulencias políticas propias de una transición de las magnitudes de 
las que se están viendo en esa región. Polonia, Rumania, Hungría, los países 
bálticos, comienzan a desplazarse de manera más significativa hacia las áreas de 
infraestructura, incluyendo agua, electricidad y aeropuertos entre otros sectores.  
 
En África, países como Marruecos, Camerún, Egipto, Túnez y Ghana se 
encuentran adelantando ambiciosos programas de privatización que incluyen 
líneas aéreas, minas, telecomunicaciones, turismo y otros servicios. 
 
En Estados Unidos, la privatización ha cobrado la forma de contratación a 
empresas privadas de distintos servicios que hasta ahora venían prestando los 
gobiernos locales ("contracting out"). 
 
América Latina y el Caribe, no sólo no han escapado a esta tendencia, sino que 
en algunas áreas como telecomunicaciones se han convertido en una referencia 
internacional. 
 
Es necesario hacer un esfuerzo para clarificar el concepto de privatización, ya que 
el término ha sido altamente mistificado, se maneja con diferentes concepciones 
en el marco del debate político y está cargado de diferentes significados que 
obstaculizan la visualización de fenómenos diversos, a veces complementarios y 
otras veces contradictorios, que están ocurriendo en los países de la Región  de 




Según la consulta realizada en la intranet23, las proposiciones de privatización que 
se debaten en la década de los ochenta están inscritas e inspiradas básicamente, 
en el modelo neoliberal y en la teoría económica neoclásica que se fundamentan 
en la creencia en que las fuerzas del mercado distribuyen los recursos, salarios, 
bienes y servicios más efectivamente y eficientemente que las fuerzas 
interventoras del Estado. Estas proposiciones están referidas principalmente, a la 
reducción de la intervención económica del Estado en la sociedad. Por 
privatización se designa, en términos generales, aquellas políticas diseñadas para 
establecer los principios del mercado en la provisión y distribución de los servicios 
públicos. Esta última es la dirección más controversial de la privatización, ya que 
tiene que ver directamente con la distribución social de los recursos, la cual nunca 
se ve por cuanto son ganancias privadas, o sea, las ganancias se privatizan y 
cuando existen pérdidas se socializan. 
 
Las orientaciones doctrinarias tuvieron su desarrollo más acabado, bajo las 
administraciones de Margaret Thatcher en Inglaterra y Ronald Reagan en Estados 
Unidos. Estas experiencias se extendieron a un grupo de países del primer 
mundo, como España, Italia, Francia, Canadá y Alemania. Para la mayoría de los 
analistas de la privatización, ésta refiere a la transferencia de funciones y 
actividades del sector gubernamental al sector no directamente controlado por el 
Gobierno.  
 
Desde esta lógica, el sector público redefine su intervención en la sociedad 
fundamentalmente a través de las empresas estatales, lo que trae como 
consecuencia un rediseño en el gasto público. La privatización en el área social 
funciona como una extensión de un proceso que tiene su origen en el ámbito 
económico. 
 
De una revisión de la literatura más reciente sobre el tema, se pueden inferir por 
lo menos tres enfoques que ayudan a comprender este proceso. El primer 
enfoque, considera a la privatización como un fin en sí mismo y enfatiza sus 
aspectos económicos. Estos estudios analizan los procesos de privatización en 
términos comparativos, utilizando básicamente las experiencias de los países 
desarrollados, como Estados Unidos, Francia, España, Inglaterra e Italia. También 
hay referencias sobre algunos países del Tercer Mundo como Chile, Brasil, Corea 
del Sur, Bangladesh, South África, entre otros. Los autores representantes de 
este enfoque, hacen una evaluación de las experiencias anteriores en términos de 
los éxitos alcanzados y/o fracasos, destacando los primeros sobre los obstáculos 
o dificultades. En la literatura perteneciente a este enfoque, también se 
encuentran referencias a las modalidades que se adoptaron para cada caso y sus 
resultados en cuanto al ahorro del gasto fiscal del Estado y al nuevo estilo de 
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 AHUMADA, Consuelo. El modelo neoliberal y su impacto en la sociedad colombiana. Bogotá: El 
Áncora Editores, 1998, p. 279.  
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gerencia orientado hacia la búsqueda de eficacia y eficiencia en los entes una vez 
privatizados. 
 
Desde esta perspectiva, la sociedad civil es el empresariado organizado y se 
pone por encima del Estado. Se podría inferir que este sector sería el instrumento 
para aumentar la eficacia de los aparatos del mismo. Los exponentes de este 
enfoque, comparten la idea de disminuir la presencia del Estado en la economía y 
de redimensionarlo, no solamente en las áreas económicas sino también en las 
sociales. Aquí el objetivo explícito es fomentar una nueva división del trabajo entre 
los sectores público y privado con el fin de aumentar la eficacia y eficiencia de 
ambos. Sin embargo, una derivación de este objetivo es el de mantener 
separados estos sectores.  
 
El primero, en el ámbito estricto y tradicionalmente social y el segundo, en el 
ámbito económico. Los autores considerados en este primer grupo sostienen que 
lo anterior es una condición necesaria para que una sociedad alcance el 
desarrollo medido en términos de crecimiento económico. 
 
El segundo enfoque destaca los aspectos sociales y políticos del proceso de 
privatización. Este enfoque trata de vincular la privatización básicamente a los 
desarrollos político-sociales de una sociedad determinada y argumenta que sus 
posibilidades de surgimiento y modalidades de expresión deberían estar 
relacionadas con la tradición sociopolítica y cultural que le es propia a cada país. 
De allí que los procesos de privatización devienen de decisiones políticas que se 
toman asociadas, principalmente a una forma específica de Estado. 
 
Quienes suscriben este punto de vista sostienen, que las condiciones 
socioeconómicas en las cuales se sucedieron los procesos de privatización en los 
países europeos, divergen sustancialmente de las condiciones que presentan hoy 
en día los países latinoamericanos, así como también hay diferencias 
sustanciales socio-económicas-históricas y culturales entre los propios países 
latinoamericanos; por lo tanto los resultados esperados variarían puesto que el 
surgimiento y desarrollo del Estado latinoamericano es diferente al de cualquier 
Estado europeo. Podría concluirse que un proceso de privatización tendría que 
vincularse a las características socioculturales propias de cada sociedad y 
asumirse como uno de los medios para lograr un fin mucho más complejo como 
es el desarrollo de la sociedad. 
 
Ahora bien, los procesos de privatización en general, y la tendencia hacia la 
privatización de los servicios de salud defendidos hoy día por gobiernos de 
izquierda, quien lo creyera Lula Da Silva en particular, no pueden ser estudiados o 
interpretados simplemente explicándolos como productos o respuestas a la crisis 
fiscal del Estado, al elevado monto de la deuda externa y el déficit presupuestal 
que presentan los gobiernos. Como tampoco podrían ser interpretados como 
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productos de una conspiración para acabar con el Welfare State. Este autor 
argumenta específicamente, que la privatización de los servicios de salud 
depende de la naturaleza específica del conflicto entre el Estado, el sector 
privado, los consumidores y el Capital (nacional o internacional). Si bien los 
aspectos económicos de la reestructuración de los programas sociales son 
importantes para entender los procesos de privatización, ellos sin embargo, no 
dan cuenta de cómo tal reestructuración se manifiesta en los diferentes sectores 
(social, económico, político y cultural). 
 
Pareciera que, para los exponentes de este enfoque, la política de privatización 
tratara de establecer los límites a la intervención estatal, principalmente en las 
áreas productivas e industriales, al mismo tiempo que dictara las pautas para una 
redefinición de la intervención pública y privada en el área social.  
 
El tercer enfoque, estudia la privatización desde el punto de vista teórico-
conceptual, es decir, discute el contenido del concepto analizando los problemas 
de carácter metodológico que podría acarrear su instrumentación, ya no en la 
sociedad como un todo, sino en sus diferentes subsectores. Aquí hay un esfuerzo 
por separar, conceptual y metodológicamente, las tendencias hacia el aumento de 
la participación del sector privado en las esferas públicas, incluyendo en éstas la 
social, sucedidas antes de los ochenta y los llamados “procesos privatizadores”’ 
posteriores a esta década. Estas tendencias son el resultado de una decisión 
política de alto nivel que involucra negociaciones y transacciones entre los 
diferentes intereses que se articulan en torno a determinados procesos 
productivos. Por otro lado, estos procesos privatizadores, sobre todo en los 
países latinoamericanos, también son resultado de las negociaciones sobre el 
pago de la deuda externa con las agencias internacionales, que se incluyen como 
uno de los requisitos principales para cerrar las negociaciones de privatización. 
 
Los procesos de privatización, es decir, la invasión de lo público por lo privado, 
delimitan un determinado tipo de acción: aquélla mediante la cual las relaciones 
de propiedad, control o usufructo, o todas ellas según sea la modalidad del 
convenio, pasan a manos de entidades jurídicas o de personas naturales 
privadas. Ello es importante porque por esta vía quedan excluidos de la 
consideración de privatización, los procesos y las tendencias de crecimiento de lo 
privado anteriormente existentes a la "firma" de un convenio o transacción, es 
decir de lo que se identificaba como público antes del cumplimiento del "pacto", o 
de la transacción. 
 
Tanto el segundo como el tercer enfoque, estudian los procesos de privatización 
desde un punto de vista crítico y comparten el análisis según el cual, las 
especificidades políticas, sociales y económicas que presentan los países y los 
sectores sujetos a ser privatizados, son elementos que necesariamente deben ser 
tomados en cuenta por los entes de control. Es importante destacar que las tres 
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perspectivas mencionadas no son puras en sí mismas, en donde los análisis que 
privilegian lo económico y el corto plazo no consideran los aspectos sociales y 
políticos y viceversa. De allí que la diferenciación que se establece, tiene fines 
exclusivamente analítico-metodológicos para ubicar las diversas posiciones sobre 
el proceso de privatización a partir del énfasis en los rasgos sobresalientes que 
cada uno de estos enfoques privilegia en la práctica. 
 
Sintetizando, la privatización definida en un sentido amplio abarcaría todas 
aquellas acciones que tienen como meta reducir la intervención del Estado en la 
economía. En consecuencia, comprendería no sólo una transferencia de bienes 
públicos al sector privado, sino también la desregulación de determinadas 
actividades públicas o privadas, al igual que la concesión de la prestación de 
servicios públicos al ámbito privado. Definida en un sentido estricto, la 
privatización se circunscribiría al cambio de titularidad o gestión del sector público 
al privado lo cual implica, la asunción por los particulares de bienes o actividades 
económicas, anteriormente conocidas bajo la titularidad o la gestión pública. Por 
consiguiente, en este sentido la privatización y desregulación son conceptos 
distintos, que implican y refieren acciones y procesos diferentes. La desregulación 
remite a un conjunto de acciones conducidas con el ánimo de dinamizar la vida 
económica y que consisten básicamente en la eliminación de restricciones y 
constricciones que afectan a las decisiones empresariales, por parte de las 
instancias públicas competentes24. 
 
Este factor ha sido atribuido a una combinación entre limitaciones presupuestales, 
el fracaso del sector público en la prestación de los servicios y un compromiso 
político fuerte a favor de la participación del sector privado. Con ello se propende 
por la coexistencia de un sector privado fuerte y de un mercado de capitales 
desarrollado. 
 
Consecuentemente se busca, que la autonomía en la administración pública sea 
cada vez más flexible en especial en el terreno del diseño y la formulación de 
políticas públicas de Gobierno, es decir mayor desregulación y menos 
intervención y control. 
 
Tomando como referencia los condicionantes anteriores, se puede percibir que 
con excepción de la primera condición, las demás que se anotan no están 
presentes o se dan con cierta dificultad en América Latina y el Caribe. La 
inexistencia de un sector privado fuerte y de un mercado de capitales desarrollado 
en los países de la Región mencionada anteriormente se explica, por el 
nacimiento y desarrollo del empresariado, que en la mayoría de los países de 
América Latina, estuvo protegido por el propio Estado. Por otro lado, la 
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 MISAS, Gabriel. Modelos de desarrollo y exclusión: Exclusión Social y Construcción de lo 
Público en Colombia. Bogotá: Alberto Valencia Gutiérrez Editor-CIDSE-CEREC, 2001, p. 343.  
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estructuración típica de la administración pública y la práctica tan extendida del 
clientelismo político, impiden que se cumpla la tercera de las condiciones 
apuntada por los defensores de la privatización. 
 
Como se desprende de lo anterior, la política de privatización tiene acuñado un 
alto contenido económico en su fundamentación y una pre-concepción bastante 
firme sobre la superioridad de la eficiencia del sector privado sobre la del sector 
público. Por último, los procesos de privatización fueron diseñados para el sector 
productivo y sólo por extensión se incluyeron los sectores sociales; ello implicó un 
grado menor de reflexión y análisis, para el caso de estos últimos. 
 
En esta discusión es importante destacar, que en los análisis sobre los procesos 
de privatización no siempre se tiene en cuenta que éstos responden 
fundamentalmente a la dinámica resultante de las relaciones económicas y 
políticas que se dan entre el Estado y los diferentes grupos de interés en el 
contexto específico de cada sociedad. Por otro lado, la privatización no refiere a 
un proceso único ni a una decisión que se ejecuta en un período breve. De hecho, 
la privatización implica no solamente un proceso sino la articulación de varios 
procesos simultáneos que se originan en los distintos sectores de la sociedad y 
que resultan de decisiones diferentes en cuanto a políticas económicas y sociales. 
Cada una de ellas adopta distintas modalidades, las cuales dependen de la 




2.2 PRIVATIZACIÓN Y CONTROL FISCAL 
 
 
La privatización y el control fiscal deben ser vistas en el marco de las 
transformaciones globales de la naturaleza del Estado porque, en definitiva, lo 
que se propugna es un papel diferente del Estado que se adecue al nuevo modelo 
de acumulación y desarrollo, el cual incluye como uno de sus elementos 
principales la globalización y transnacionalización de la economía. 
 
Este modelo privatizador conlleva a la desaparición del Estado que es el insumo 
fundamental para el ejercicio del control fiscal. La privatización no es la solución 
para acabar con el flagelo de la corrupción y la falta de un eficaz control fiscal, es 
la forma como son designados estos funcionarios para que ejerzan un verdadero, 
objetivo y claro control fiscal en Colombia, que garantice la protección de los 
recursos de la Nación.  
 
El carácter técnico, tanto de la Contraloría General de la República, como de las 
Contralorías Departamentales, Municipales y Distritales, han perdido la confianza 
del público, en razón del alto grado de inmoralidad en la que han incurrido estos 
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entes. La inmoralidad surge desde el mismo instante del nombramiento de cada 
contralor, pues éste es presionado por sus nominadores para el establecimiento 
de un fortín burocrático que se acostumbró hacer, para pagar favores políticos en 
las dependencias del control fiscal, con lo cual se desvirtúa la misión del 
organismo, pues se convierte en una oficina alimentadora del clientelismo y en 
una fuente de poder político de gran envergadura. 
 
Por ello, en las deliberaciones de la Asamblea Constituyente se buscó generar 
normas jurídicas en materia de control fiscal, en las que los ciudadanos estén 
representados en el ejercicio de un control participativo, técnico, preventivo, libre 
de manipulaciones y por supuesto ajeno a la corrupción. En este orden de ideas, 
la Constitución trata de remediar esta anomalía introduciendo cambios 
sustanciales que transformen la Contraloría en una verdadera entidad de carácter 
técnico, como lo reza el texto constitucional. 
 
 
2.3 EL CONTROL FISCAL COMO CUARTA RAMA DEL PODER 
 
 
La independencia del control fiscal supone la formulación ética del control con el 
ejercicio independiente, llevando dicho control fiscal como cuarta rama del poder 
público. Por ello, la designación del Contralor,  Procurador,  Fiscal y Auditor, es 
una elección compuesta en la que intervienen diversos organismos, que buscan 
evitar funcionarios de bolsillo de otra rama del poder público. Es decir, que la 
designación sea de todos y de ninguno, para que no sea un favor, sino un 
mandato. Desafortunadamente este esfuerzo se pierde, porque esta buena 
intención termina siendo elección y designación de todos. 
 
Es de vital importancia afrontar la independencia desde la autonomía 
presupuestal con formación autónoma de gastos e inversión sin pisos ni techos 
normativos25 en facultades sancionadoras, en la iniciativa legislativa, en la 
independencia de la carrera administrativa y para el caso del control fiscal, en la 
competencia constitucional de reglamentar la forma de rendición de la cuenta y 
los criterios de evaluación del control fiscal; y por supuesto, ejercer la autonomía 
en la elección del contralor por voto popular y universal.  
 
Esta independencia no es más que la aplicación del sistema de pesos y 
contrapesos en el ejercicio del control y es la columna vertebral sobre la cual debe 
descansar un régimen de poder político democrático. 
 
                                                            
25
 Ley 617 de 2000. “Por la cual se reforma parcialmente la ley 136 de 1994, el Decreto 
Extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 
1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para 
la racionalización del gasto público nacional”. Diario Oficial Nº 44.188 de 9 de octubre de 2000.   
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La Asamblea Constituyente, después de efectuar un amplio recorrido por la 
jurisprudencia constitucional y la del Consejo de Estado concluye, que el control 
fiscal es una función pública de origen constitucional, plenamente reglada y de 
obligatorio ejercicio, desarrollando los principios de eficiencia, economía, eficacia, 
para lograr la equidad y la valoración de los costos ambientales que rigen el 
ejercicio del control fiscal. Es decir, que la vigilancia de la gestión fiscal no es ni 
eventual, ni transable, ni facultativa26. 
 
Cabe resaltar, que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que el 
control fiscal tiene por objeto la protección del patrimonio de la Nación, por lo 
tanto recae sobre una entidad, ya sea pública, privada o mixta, cuando recaude, 
administre o invierta fondos públicos, a fin de que se cumplan los objetivos 
señalados en la Constitución Política. 
 
Por ello esa corporación ha definido sin ambages, los límites en el ejercicio del 
control fiscal, haciendo especial énfasis en la teoría de la separación de poderes, 
ubicando a los organismos de control fiscal como órganos autónomos y no 
pertenecientes a la rama ejecutiva del poder público. 
 
 
PRINCIPIO DE SEPARACIÓN DE PODERES/AUTONOMÍA DE 
LA CONTRALORÍA. La consagración de ramas del poder y de 
órganos autónomos se lleva a cabo "con el propósito no sólo de 
buscar mayor eficiencia en el logro de los fines que le son 
propios, sino también, para que esas competencias así 
determinadas, en sus límites, se constituyeran en controles 
automáticos de las distintas ramas entre sí, y, para, según la 
afirmación clásica, defender la libertad del individuo y de la 
persona humana27.  
 
 
Es necesaria esta precisión ya que la carta fundamental otorga no sólo autonomía 
orgánica sino también unas funciones propias y específicas a las contralorías, por 
lo cual es claro que estos órganos de control no hacen parte de la Rama Ejecutiva 
ni desarrollan, como actividad, principal tareas administrativas, como las que 
adelantan la administración pública nacional o sus pares territoriales. En efecto, 
un análisis sistemático de las disposiciones constitucionales y de los propios 
debates en la Asamblea Nacional Constituyente muestra que su voluntad fue 
evitar a toda costa la coadministración por los órganos de control, por lo cual 
distinguió, sobre todo en materia de gasto, la función ejecutiva administrativa 
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 YOUNES MORENO, Op. cit., p.106. 
27
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-189 de 1998. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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(ordenación del gasto) de la función de control (verificación de su legalidad y 
eficacia y eficiencia de gestión).  
 
Por ello vale la precisión por cuanto hoy los representantes legales de las 
entidades vigiladas persisten en obtener conceptos previos de las contralorías 
confundiéndolas con oficinas de planeación o visto bueno de procedimientos 
refundiéndolas con carácter asesor propio de las oficinas asesoras jurídicas o de 
control interno.  
 
Entonces es determinante afirmar que las Contralorías no pueden participar en el 
proceso de contratación, puesto que su función empieza justamente cuando la 
Administración culmina la suya, esto es, cuando ha adoptado ya sus decisiones. 
Tampoco pueden interferir ni invadir la órbita de competencias propiamente 
administrativas ni asumir una responsabilidad coadministradora, por su naturaleza 
a posteriori se realiza una vez se hayan ejecutado las distintas operaciones, 
actividades y procesos que serán objeto de control28. 
 
En conclusión, las contralorías pueden ejercer control fiscal sobre los contratos 
estatales en dos momentos: a) una vez concluidos los trámites administrativos de 
legalización de los contratos y b) una vez liquidados o terminados los mismos. En 
este orden de ideas, es claro que los auditores como agentes de las contralorías 
no deben asistir a reuniones preparatorias sobre el proceso de contratación 
administrativa llevado a cabo por los sujetos de control; su intervención en el 
ejercicio de la función y atribución de control fiscal está claramente determinado 
en la Carta Política y la ley, esa función escapa al campo de aplicación que 
establecen para el control fiscal la Constitución Política vigente, la Ley, los 
reglamentos y la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional. 
 
 
CONTROL FISCAL INTEGRAL. El control fiscal bajo la 
Constitución que hoy rige, es integral puesto que cubre desde el 
mismo momento en que la entidad recibe los recursos que le han 
sido asignados, incluyendo el proceso de su manejo o utilización, 




Las Leyes 42 de 1993 y 610 de 200030, desagregaron del ámbito constitucional la 
figura de la gestión fiscal en el entendido que esta se fundamenta en la eficiencia, 
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 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-648 de 2002. M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
29
 CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia C-623 de 1999. M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
30
 Ley 42 de 1993, Op. cit. y Ley  610 de 2000. “Por la cual se establece el trámite de los procesos 
de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías”. En: Diario Oficial No 44.133 de 18 
de agosto de 2000.       
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la economía, la eficacia, la equidad y la valoración de los costos ambientales, de 
tal manera que permita determinar en la administración, en un período 
determinado, que la asignación de recursos sea la más conveniente para 
maximizar sus resultados; que en igualdad de condiciones de calidad los bienes y 
servicios se obtengan al menor costo; que sus resultados se logren de manera 
oportuna y guarden relación con sus objetivos y metas. Así mismo, que permita 
identificar los receptores de la acción económica y analizar la distribución de 
costos y beneficios entre sectores económicos y sociales y entre entidades 
territoriales y cuantificar el impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales 
y el medio ambiente y evaluar la gestión de protección, conservación, uso y 
explotación de los mismos. Ahora bien esa vigilancia sobre la gestión fiscal se 
materializa con la aplicación de controles financiero, de gestión, y de resultados, 
basado en la eficiencia, la equidad, la eficacia, la economía y la valoración de los 
costos ambientales. La vigilancia de la gestión fiscal tiene como fin: la protección 
del patrimonio público, la transparencia y moralidad en todas las operaciones 
relacionadas con el manejo y utilización de los bienes y recursos públicos, y la 
eficiencia y eficacia de la administración en el cumplimiento de los fines del 
Estado. 
 
Finalmente esa gestión es articulada, sinergizada y materializada por agentes del 
Estado desarrollada a través de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, 
que realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que 
manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y 
correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, 
explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición 
de los bienes públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus 
rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los 
principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, 
moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos ambientales.  
Así concluimos que la vigilancia de la gestión fiscal desplegada por la 
administración fiscalizada tiene elementos y herramientas fundamentales para ser 
un ejercicio integral que vele por la debida inversión de los dineros públicos. 
 
 
ÓRGANOS DE CONTROL-Funciones CONTROL 
DISCIPLINARIO Y CONTROL FISCAL. Funciones 
constitucionales. Esta Corporación ha sostenido que la función 
disciplinaria, que el Constituyente atribuye a la Procuraduría 
General de la Nación, busca garantizar la correcta marcha y el 
buen nombre de la cosa pública, por lo que juzga el 
comportamiento de los servidores públicos. Por su parte, el 
órgano fiscal vigila la administración y el manejo de los fondos o 
bienes públicos, para lo cual puede iniciar procesos fiscales 
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donde busca el resarcimiento por el detrimento patrimonial 
ocasionado al Estado31. 
 
 
En este pronunciamiento se busca delimitar y diferenciar claramente las 
funciones de carácter disciplinario y fiscal con el propósito no sólo de buscar 
mayor eficiencia en el logro de los fines que le son propios, sino también, para 
que esas competencias así determinadas, en sus límites, se constituyeran en 
controles automáticos de las distintas ramas entre sí, y, para, según la afirmación 
clásica, defender la libertad del individuo y de la persona humana.  
 
Entonces la función disciplinaria, que fue atribuida por la carta magna a la 
Procuraduría General de la Nación y las personerías, busca garantizar la correcta 
marcha y el buen nombre de la cosa pública, por lo que juzga el comportamiento 
de los servidores públicos frente a normas administrativas de carácter ético 
destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y moralidad de la administración 
pública. Por otro lado las contralorías vigilan la administración y el manejo de los 
fondos o bienes públicos, para lo cual pueden iniciar procesos fiscales en donde 
se busca el resarcimiento por el detrimento patrimonial que una conducta o una 
omisión del servidor público o de un particular haya ocasionado al Estado.  
 
De ahí que, incluso la evaluación del daño en la responsabilidad disciplinaria es 
diferente del que se origina en la responsabilidad fiscal, pues el primero es 
básicamente un daño extra-patrimonial no susceptible de valoración económica y, 
el segundo se refiere exclusivamente a un daño patrimonial materializado 
económicamente  valorizado en forma financiera. Así mismo, es claro que el 
proceso disciplinario tiene un carácter sancionatorio que busca impedir el 
comportamiento arbitrario de los servidores públicos, mientras que el proceso 
fiscal no tiene un carácter sancionatorio, ni penal ni administrativo, sino que tiene 
un fundamento resarcitorio. 
 
RESPONSABILIDAD FISCAL-DAÑO PATRIMONIAL DEL ESTADO-
Intervención directa o contribución. Cuando el daño fiscal sea 
consecuencia de la conducta de una persona que tenga la 
titularidad jurídica para manejar los fondos o bienes del Estado 
materia del detrimento, procederá la apertura del correspondiente 
proceso de responsabilidad fiscal, sea que su intervención haya sido 
directa o a guisa de contribución32. 
 
 
                                                            
31
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-484 de 2000. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
32
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-840 de 2001. M.P. Jaime Araujo Rentería. 
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La Constitución Política, la Ley 610 de 2000, en armonía con lo dispuesto en 
materia de control fiscal con la Ley 42 de 1993 ha determinado que la 
responsabilidad fiscal únicamente se puede pregonar respecto de los servidores 
públicos y particulares que estén jurídicamente habilitados para ejercer gestión 
fiscal, es decir, que tengan poder decisorio sobre fondos o bienes del Estado 
puestos a su disposición. Advirtiendo que esa especial responsabilidad está 
referida exclusivamente a los fondos o bienes públicos que hallándose bajo el 
radio de acción del titular de la gestión fiscal, sufran detrimento patrimonial 
traducido en materia de control fiscal como daño patrimonial que deberá ser 
probado por los entes de control fiscal al encartado dentro del proceso de 
responsabilidad fiscal, en la forma y condiciones prescritos por la ley.  
Por ello es plausible afirmar categóricamente, que la gestión fiscal está ligada 
siempre a unos bienes o fondos estatales inequívocamente estipulados bajo la 
titularidad administrativa o dispositiva de un servidor público o de un particular, 
concretamente identificados.  
 
 
CONTROL FISCAL EMPRESAS DE SERVICIOS 
PUBLICOS/RENDICION DE LA CUENTA-EVALUACION A LA 
GESTION FISCAL. Para ejercer el control fiscal en las empresas 
de servicios públicos con carácter mixto y privado, la restricción 
que pueda en principio imponer el legislador no puede llegar 
hasta el punto de canalizar dicho control sólo en relación con la 
documentación que soporte los actos y contratos celebrados por 
el accionista o socio estatal, pues el organismo de control fiscal 
correspondiente requiere para ejercer sus funciones en la forma 
dispuesta por la Constitución y la ley de una actuación amplia, de 
manera tal que se le debe permitir tener acceso a la información 
pertinente, necesaria y sin limitación alguna, sobre toda la 
documentación que soporte dichos actos y contratos33.   
 
 
De tal forma es la importancia estratégica del ejercicio fiscalizador, que el mismo 
debe gozar de plena autonomía e independencia, haciendo especial énfasis en la 
materia política, técnica, administrativa y presupuestal34. Si se logra lo anterior, el 
fiscalizador se convertirá en un partícipe más de las relaciones diarias de forma 
tal, que sus decisiones de política pública, como de administrar justicia, no sólo 
sean debidamente sustentadas desde una perspectiva jurídica, sino que, además, 
respondan a un conocimiento real de las situaciones que le corresponde resolver. 
 
                                                            
33
 CORTE CONSTITUCIONAL. sentencia C-290 de 2002. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
34
 GOMÉZ SIERRA, Op. cit.,  Art. 267.  
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Sin lugar a dudas, un mayor dinamismo en el control fiscal, impulsado desde los 
contralores como los primeros llamados a hacer valer el imperio de la Constitución 
y de la ley en materia de control fiscal, redundaría en desarrollo de interés general 
y social, ya que lo debatido con el ejercicio de la función es la inversión de los 
dineros de los colombianos en forma adecuada, significancia de orden público, 
que materializa los fines esenciales del Estado Constitucional, Social y 
Democrático de Derecho en beneficio de quienes, con razones justificadas, 
reclaman su protección.  
 
Aun así, después de tan abundante jurisprudencia, se sostiene una serie de 
obstáculos creados y mantenidos por el Estado, en los que se limita 
ostensiblemente la autonomía y la independencia del control fiscal, uno de ellos 
es la forma de integración y elección del contralor, que como nos referimos 
anteriormente, lo condicionan frente a los sujetos de control. Pero existe una 
limitante determinante de la existencia de las contralorías y es la expresada por la 
formación de los presupuestos nacional y territorial, esta prerrogativa del ejecutivo 
nacional y territorial deja sin herramientas reales a los entes controladores para 
ejercer el control y luchar contra la corrupción. Por ello, se considera que debe ser 
escindida la formación presupuestaria como un elemento esencial para el 
funcionamiento y la existencia de los entes de control. 
 
Se conoce que hay limitaciones objetivas al control fiscal en el Estado unitario 
descentralizado, y que el proceso de descentralización es desarticulado con la 
Carta Política de 1991, es que Colombia se constituye en un Estado Social de 
Derecho que integra la descentralización y la autonomía de sus entidades 
territoriales en el espectro de la unidad nacional. Así, los territorios indígenas, los 
municipios, los distritos y los departamentos concurren política y 
administrativamente. El constituyente de 1991 confirió a los entes territoriales 
autonomía para gobernarse por autoridades propias, ejercer las competencias 
que les corresponde, administrar los recursos y establecer los tributos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones, participar en las rentas nacionales y 
ejercer los controles que les atañe conforme a la Constitución y la Ley. 
 
La Corte Constitucional ha dicho que:  
 
 
A la luz de la Carta, la autonomía territorial y la unidad nacional 
son ampliamente compatibles, se nutren mutuamente, engloban 
en diferentes estadios institucionales la misma comunidad, 
concurren dialécticamente a la realización de los fines esenciales 
del Estado, y por tanto operan, discurren y se articulan de tal 
manera que en último término las entidades territoriales sólo 
pueden realizarse a través de la unidad nacional, al paso que ésta 
únicamente puede existir a condición de que las entidades 
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territoriales desplieguen su poder autonómico en consonancia con 
los intereses locales y nacionales. Son, pues, territorialidad y 
unidad nacional, dos elementos teleológicamente inescindibles, 
ontológicamente diferenciables a partir de su materialidad 
geográfica, con unos destinatarios comunes -los habitantes del 
país-, y por entero, instancias orgánicas y funcionales de un 
mismo mecanismo estatal: el de la República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista35. 
 
 
Siguiendo estos parámetros, en el campo del control fiscal se determinó que 
existiría una descentralización según la cual, al tiempo que el Contralor General 
vigila el manejo de los recursos de la Nación, los departamentos y municipios 
designarán sus contralores, para que en el nivel territorial correspondiente ejerzan 
las funciones asignadas al Contralor General de la República. 
 
La clara visión del constituyente de 1991 fue desdibujándose poco a poco, pues al 
tiempo que se eliminó un importante número de contralorías municipales, se 
amplió el radio de acción de la Contraloría General de la República, hasta 
proponerse la eliminación total de las contralorías territoriales a través de la Ley 
796 de 2003 por la cual se convocó a un referendo. Esta transformación “se 
facilitó debido a deficientes manejos del presupuesto por parte de las propias 
contralorías territoriales y a la ineficiencia en el ejercicio de sus funciones”. Según 
el informe del Auditor General de la República en el año 2001, las contralorías 
territoriales, tomadas en su conjunto, gastaron $39.000 millones más de lo que 
tenían aprobado en sus presupuestos. 
 
Con la expedición del Decreto-Ley 267 de 2000, “se determinó la competencia 
prevalente de la Contraloría General de la República para ejercer la vigilancia de 
la gestión fiscal de los recursos de los entes territoriales de origen nacional”36. La 
norma fue impugnada por considerar que constituía un desconocimiento de la 
descentralización y autonomía de las entidades territoriales. Sin embargo, la Corte 
Constitucional declaró que la norma era exequible pues las transferencias, al 
tener un origen nacional, entraban en el campo de competencia de la Contraloría 
General de la Nación.  
 
                                                            
35
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-374 de 1995. M.P. Antonio Barrera Carbonell.  
36
 Decreto 267 de 2000. “Por el cual se dictan normas sobre organización y funcionamiento de la 
Contraloría  General de la República, se establece su estructura orgánica, se fijan las funciones de 
sus dependencias y se dictan otras disposiciones”. En: Diario Oficial No 43.905, del 22 de febrero 
de 2000.   
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El Decreto 1144 de 1999, corregido mediante Decreto 1214 de 1999, determinó 
que: “la Contraloría General de la República, originalmente creada para vigilar la 
gestión de los fondos nacionales y sólo por excepción la de las entidades 
territoriales, tendría un importante nivel llamado de descongestión, con el cual se 
crearon oficinas en todo el país”37. 
 
Además, como consecuencia de la aplicación de la Ley 617 de 2000, por la cual 
se dictaron normas tendientes a fortalecer la descentralización, y para la 
racionalización del gasto público nacional, de las 177 contralorías territoriales se 
eliminó un importante número, quedando solamente 67 repartidas así: 31 
contralorías municipales, 4 distritales y 32 departamentales.  
 
El informe de la Auditoría General de la República sobre las contralorías 
territoriales y el ajuste fiscal señaló, que gran parte de estos entes territoriales 
habían incurrido en malos manejos de sus presupuestos de la siguiente manera: 
 
 
Se pudo constatar que el presupuesto asignado a las contralorías 
territoriales y ejecutado por ellas, ha excedido, en el año 2001, el 
monto máximo establecido por la Ley 617 de 2000. En efecto, 
tomadas en su conjunto, las contralorías territoriales gastaron 
alrededor de $38.941 millones más en el año 2001 de lo que les 
está permitido y el incumplimiento se produjo en un 64% del total 
de estas instituciones de control fiscal territorial. No obstante, si 
tomamos sólo el presupuesto inicial asignado a las contralorías 
territoriales en el año 2002, que fue alrededor de $159.146 
millones, no se compadece con el ritmo de ajuste ordenado y de 
nuevo se presenta exceso de gasto en el presente año, cuestión 
que debe evitarse de tajo para el año 2003. Pues, de continuar 
esta tendencia, el des-ahorro que se habrá de producir para los 
fiscos de los Departamentos, Distritos y Municipios, por otorgar 
sumas por encima de lo permitido por la ley a las contralorías 
territoriales, llegaría a más de $80.000 millones en el año 200338.  
 
 
Pero más grave aún es la politización de estas contralorías. En el informe del 
Auditor General del año 2002, refiriéndose a la injerencia política en las 
contralorías, se dice: "A nivel regional dicha situación es mucho más profunda y 
dramática pues la designación realizada de esta manera hace perder 
independencia y autonomía al funcionario que es elegido. A esto se suma la 
                                                            
37
 Decreto 1214 de 1999. “Por el cual se corrige un yerro en los Decretos 1144 y 1147 del 29 de 
junio de 1999”. En: Diario Oficial No 43.632, del 8 de julio de 1999.   
38
 AUDITORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Informe de la 2006-2008. Publicación oficial de la 
AGR. Bogotá, 2009, p 35 y36. 
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dependencia económica perversa en la asignación de los recursos a las 
contralorías territoriales, que los hace blanco fácil de persecución cuando sus 
decisiones resulten incómodas a la administración departamental, distrital o local.  
 
Esta voluntad descentralizadora pudo haber llegado a su final con el referendo 
que votaron los colombianos el pasado 25 de octubre del año 2009, en el que se 
consultó a los electores si debían eliminarse todas las contralorías territoriales. 
Sin embargo, esto no ocurrió porque el punto no alcanzó a ser votado por la 
mayoría calificada que se exigía. 
 
La centralización no es de ninguna manera garantía para que desaparezcan las 
quejas sobre el clientelismo o la inadecuada formación de los contralores para 
desarrollar la función; por lo cual, más adelante se propondrá una nueva 
estructura para las contralorías municipales y departamentales, pero conservando 
la descentralización administrativa, por ahora. 
 
Esta monografía plantea que se requiere una revisión amplia del sistema de 
control para la Nación en general, para asegurar su funcionamiento en todos los 
niveles, de manera integral, como fue el pensamiento de los miembros de la 
Asamblea Nacional Constituyente. 
 
Cabría aquí una reflexión sobre un nuevo sistema de control fiscal, las funciones 
de las contralorías son de un carácter eminentemente técnico, como lo establecen 
claramente la Constitución y los tratadistas de la auditoría pública; además, la 
experiencia del funcionamiento de las contralorías territoriales durante los doce 
años que han transcurrido desde la aprobación de la Constitución, ofrece 
resultados muy pobres que no le garantizan a los colombianos que se estén 
protegiendo los activos del patrimonio nacional y que las transacciones se hayan 
conducido con la moralidad, transparencia y  honestidad debidas, como lo hemos 
sintetizado en los párrafos anteriores.  
 
Se podría concluir, que el sistema de las contralorías territoriales con su carácter 
autónomo y descentralizado, pero supeditadas a los vaivenes politiqueros y 
clientelistas de alcaldes, gobernadores, presidente de la república, concejos, 
asambleas, rama legislativa y rama judicial, no facilita el ejercicio de unas 
funciones que son eminentemente técnicas y especializadas en procedimientos 
de verificación, desligadas de las clientelistas de sectores como partidos y 
movimientos políticos amañadas, que no permiten ejercer un control fiscal 
transparente y objetivo para beneficio del erario público y de la comunidad en 
general. 
 
Se hace una lectura de lo que significan la descentralización y la autonomía, cuya 
esencia es política e ideológica en toda la extensión de las palabras, interpretando 
que su significado está en la capacidad de decisión de las autoridades 
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territoriales, y de los órganos de representación, los concejos municipales y las 
asambleas departamentales, respecto a los objetivos sociales, económicos y de 
desarrollo regional que quieren lograr con su acción, para atender un mandato del 
constituyente primario. Por eso planean y ejecutan acciones que se traducen en 
transacciones para tranquilidad de los ciudadanos y de los mismos funcionarios, 
que requieren auditoría llevada a cabo de manera técnica, imparcial, respetuosa, 
uniforme e integral. 
 
Lograr estas características puede depender en alto grado de tener establecido 
un sistema de control que abarque la totalidad de las administraciones públicas de 
los diferentes niveles, cuyo objetivo fundamental sea contribuir al reforzamiento 
de la autonomía y la descentralización a favor de todos los ciudadanos y no de 
unos pocos privilegiados que hacen parte del clientelismo que eligen a los 
contralores para su propio servicio, como está ocurriendo hoy, lo que nos lleva a 
concluir, que se necesita un sistema integrado de control que cubra todas las 
entidades del Estado en los diferentes niveles del orden nacional, departamental, 
municipal y/o distrital, que aplique procesos técnicos claramente definidos, de 
manera coordinada, al margen de la actividad clientelista, y cuya eficacia se 
evalúe mediante indicadores de gestión. 
 
Sería, por lo tanto, un servicio para todo el país, con una definición clara de 
objetivos, procedimientos, estándares, cuyos principios básicos serían los que 
indica la Constitución: "La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el 
ejercicio de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la 
eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales"39.  
 
Operaría con el principio del control posterior y en forma selectiva, como lo es la 
auditoría moderna, pero apoyada en una eficiente estructura de control interno 
propia de las entidades. Como lo dice la Constitución: "La Contraloría es una 
entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia 
organización"40. Es decir, sería un órgano de control dotado de verdadera 
autonomía administrativa y presupuestal, para que mediante la elección popular 
de contralores funcionara en todo el país, con procesos uniformes y reglas de 
juego claras para todos, desarrollando la autonomía de las regiones.  
 
Con la presente investigación, hay suficientemente méritos para afirmar que en 
Colombia hace falta debatir el papel que cumple el control interno en el proceso 
del control fiscal. En este sentido, se tiene el apoyo de la Ley 87 de 1993, que 
determinó que: “La máxima autoridad de cada organismo o entidad pública es 
responsable de establecer, mantener y perfeccionar el Sistema de Control Interno 
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 GOMÉZ SIERRA, Op. cit., Art. 267, p 91. 
40
 Ibíd., Art. 267, p. 91.    
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y dispuso también, que la unidad que cumpla dicha función deba evaluar de 
manera independiente ese sistema. Sus informes, según el artículo 14 de la ley 
citada, tendrán valor probatorio en los procesos disciplinarios, administrativos, 
judiciales y fiscales cuando las autoridades competentes lo soliciten”41. 
 
La responsabilidad del control interno está en cabeza del máximo directivo de la 
entidad, que es quien al final de cuentas debe velar por el correcto manejo de los 
recursos públicos bajo su administración. 
 
Se reitera que este es un campo en el que se debe profundizar para que los 
responsables del manejo de los fondos públicos realmente se comprometan con 
el cuidado y la protección de los bienes que les han sido encomendados, como 
medios para alcanzar los fines de nuestro Estado Social de Derecho. 
 
Desde el punto de vista técnico, las oficinas de control interno de las 
dependencias oficiales de cualquier orden, ministerios, institutos, 
superintendencias, gobernaciones y sus secretarías, municipios y sus secretarías, 
empresas oficiales, entre otras, son oficinas de apoyo a la administración, y por lo 
tanto no sustituyen las responsabilidades que sobre el ejercicio del control tienen 
los nominadores, funcionarios a los que se les señalan responsabilidades en 
materia de planeación, presupuestal y contractual. Al parecer, en las entidades 
del sector público los servidores públicos consideraran que el ejercicio del control 
es responsabilidad exclusiva de los empleados del control interno y por lo tanto, 
hay una generalizada desidia hacia el control fiscal, del cual todos son 
responsables. 
 
Para lograr un eficiente funcionamiento del control interno en Colombia se 
requiere, en primer término, un compromiso de la alta gerencia de la 
administración pública con el desarrollo de la cultura del control, la cual debe 
reflejar la estrategia de la entidad; y en segundo lugar, mecanismos de 
comunicación que apunten a tratar los temas del control de manera cotidiana para 
que contribuyan al afianzamiento de la cultura del control. El nivel jerárquico de 
esta dependencia debe ser al más alto en cada entidad del Estado. 
 
Sin embargo, difícilmente se podría lograr mejorar el sistema del control interno 
en Colombia, si no se le da una máxima prioridad a la capacitación de los 
servidores públicos responsables de las decisiones y de llevar a cabo las 
transacciones para alcanzar los fines esenciales de las entidades del Estado, 
acerca de la obligación que todos tienen de ejercer control al interior de sus 
dependencias y de cómo ejercerlo. En este sentido, la Contraloría General de la 
República y las contralorías territoriales pueden desempeñar un rol fundamental. 
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 Ley 87 de 1993. “Por la cual se establecen normas para el ejercicio del control interno en las 
entidades y organismos del Estado y se dictan otras disposiciones”. En: Diario Oficial No 41.120, 
de 29 de noviembre de 1993.   
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Sin embargo, poco se podrá lograr si el valor ético no es el elemento en el cual se 
apoyen los esfuerzos de la capacitación.  
 
En el informe de gestión del contralor, año 2000, al Congreso y al Presidente de la 
República se muestran los siguientes resultados de análisis sobre el control 
interno, indicativos del caos que se vive:  
 
 
Muchos dirigentes de las entidades estatales (ministros, gerentes 
o directores) no tienen una auténtica vocación de servicio público 
y su paso por la administración es la satisfacción de un capricho 
personal o el escalafón para acceder a otras prebendas del 
Estado. De allí que no le concedan a la administración la atención 
que se merece. Existe un escaso conocimiento de las 
metodologías y procedimientos para establecer un control interno 
adecuado. Prevalecen intereses poco claros, a los cuales lo que 
más conviene es la ausencia de controles. Muchos de los 
encargados de esta función la han convertido en una labor 
marginal de la administración. Frecuentemente los ministros se 
desentienden de la suerte de las entidades adscritas o vinculadas, 
como lo han podido comprobar las comisiones de auditoría. En 
consecuencia, muchas veces son responsables, por omisión, de 
los errores y equivocaciones en buena parte de los problemas en 
la gestión de las entidades, podrían evitarse si esta supervisión y 
vigilancia se realizase de manera efectiva42. 
 
 
Además, las oficinas de control interno no lideran ni intervienen con los demás 
funcionarios de las dependencias en el desarrollo de los procedimientos de 
control que todos deben seguir para evaluar los resultados de las actividades, 
realizar las transacciones y proteger los activos de la entidad. En el citado informe 
del Contralor se establece que, "A todo ello se agrega la ausencia de sistemas de 
indicadores de gestión y resultados que permitan examinar y evaluar 
objetivamente la actividad de las entidades estatales. Han pasado nueve años 
desde el momento en que la Constitución consagró los principios mediante los 
cuales se debe medir la gestión de las entidades del Estado, sin que se hayan 
definido las metodologías para estos efectos"43. 
 
Para darle cumplimiento al espíritu de la Constitución de ofrecer seguridad y 
transparencia en el manejo de los recursos del Estado, las diferentes piezas que 
integran el control deben encajar como un todo, con una función eminentemente 
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 AUDITORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, Op. cit., p. 46,  
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técnica. Con fundamento en esta premisa  que la Constituyente decidió eliminar el 
control previo que antes ejercía la contraloría sobre las transacciones de las 
entidades. Se suponía que existiendo el control interno y el ejercicio de la función 
del control por parte de los funcionarios hacia sus dependencias no era necesario 
continuar con el control previo. Por lo tanto, las auditorías desarrolladas por las 
contralorías podían estar basadas en conceptos técnicos como el de las pruebas 
selectivas a posteriori, realizadas con técnicas estadísticas de muestreo; el 
sistema de indicadores de riesgo institucional que facilita la construcción de 
mapas de riesgo para establecer prioridades en las auditorías y la profundidad 
que requieren en cada caso en particular y las auditorías con enfoque integral, 
que tienen la responsabilidad de dar cuenta, lo que se contrapone al concepto 
obsoleto y mecánico de rendición de cuentas. 
 
Por lo tanto, el sistema de control interno está concebido como un instrumento 
que facilita a los auditores externos a la contraloría, hacer sus exámenes 
mediante un proceso sistemático que mide y evalúa técnicamente la gestión de 
una organización, para determinar con certeza el manejo y uso de los recursos 
públicos, la correspondencia entre estrategias, operaciones y propósitos de los 
sujetos vigilados y sus relaciones con el entorno, para que el organismo de control 
externo pueda fundamentar con suficiencia su opinión, conceptos y 
recomendaciones para mejorar el sistema de control interno. 
 
No obstante todo lo anterior, el control interno no ha logrado integrarse al sistema 
y no ofrece la seguridad para que el control a posteriori funcione con los 
parámetros de la auditoría moderna desde las contralorías. Otro aspecto 
relevante es la descoordinación de los sistemas de control interno y control fiscal, 
lo que facilita la permanencia de la corrupción en el sector público y en general el 
desgreño administrativo. Una de las causas principales es la reproducción de los 
eventos de corrupción y la facilidad con la que pueden ocurrir y repetirse idénticos 
hechos en diferentes entidades del Estado, en cualquiera de sus niveles, por la 
carencia de controles oportunos, de cobertura general y sistémico, haciendo casi 
imposible que se obtenga éxito en las campañas y acciones tendientes a la 
moralización. 
 
La participación ciudadana en los procesos del control cumple el rol del control 
social del artículo 270 de la Constitución Política en armonía con lo dispuesto en 
las sentencias C-30 de 1999 y C-887 de 2002, proferidas por la Corte 
Constitucional, y de acuerdo con la Ley 489 de 1998 y la Ley 850 de 2003, para el 
ejercicio de la vigilancia de la gestión pública en los diferentes niveles 
administrativos, la que ha sido escasa en la vigencia de la nueva Constitución, así 
como del desarrollo legal.  
 
Esa participación se ha limitado a algunas veedurías de carácter esporádico en 
algunas pocas localidades. Sin embargo, en la reestructuración que se hizo de la 
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Contraloría General de la República en el año 2000, se creó la Contraloría44 
Delegada para la Participación Ciudadana, a la cual se le asignaron las funciones 
de facilitación de los procesos de participación, entre ellos los de canalizar las 
denuncias de los ciudadanos, y de las acciones ciudadanas; promover y estimular 
la participación ciudadana; apoyar el desarrollo de veedurías de la sociedad civil 
para hacerle seguimiento a los proyectos que acometan las entidades con fondos 
públicos; capacitar a los ciudadanos que estén interesados en participar en los 
procesos de vigilancia ciudadana, entre otras. 
 
La vigilancia ciudadana en su ejercicio de control social ha sido muy baja en 
proyectos de alto impacto, aún con la participación de los comités integrados por 
representantes de universidades, medios de comunicación, gremios económicos, 
sociedades profesionales, organizaciones civiles, sindicatos, y sectores que, por 
su nivel técnico, puedan emitir conceptos y generar opinión pública acerca del 
desarrollo de los proyectos de inversión estatal de mayor cuantía e impacto social. 
 
Debiera propenderse por la conformación de comités de vigilancia ciudadana para 
proyectos de interés de grupos poblacionales definidos, con los que se busque no 
sólo la participación en la vigilancia del uso de los recursos, sino también elevar la 
sensibilidad social, potenciar los procesos organizativos de la sociedad alrededor 
de problemas concretos, y construir redes sociales para el control. 
 
Desde la perspectiva de los análisis, los aportes y el respaldo jurídico sustentados 
en este capítulo, se concluye que es fundamental que la autonomía y la 
independencia del control fiscal se construya también, desde el ejercicio 
democrático de la integración de este cargo por la vía electoral, es claro que una 
elección democrática por voto universal desde el constituyente primario permitiría 
despejar el camino frente a todos los obstáculos que hoy se plantean. Esta 
integración del cargo de contralor posibilitará la lucha contra la corrupción sin la 
prevención de reestructuraciones administrativas o recortes presupuestales; 
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3. LAS CONTRALORÍAS COMO INSTITUCIONALIDAD 
 
 
La Contraloría General de la República, las contralorías departamentales, 
distritales y municipales se mantuvieron en la Constitución de 1991 con claras y 
evidentes reestructuraciones funcionales, objetivas y subjetivas, luego de amplios, 
arduos y críticos debates en el seno de la Asamblea Nacional Constituyente de 
1990-1991, con estudios técnicos y no técnicos que recomendaban su eliminación 
del panorama colombiano como institución de control fiscal de la actividad, 
gestión y finanzas del Estado. Otras posturas menos radicales, proponían cambiar 
esta institución por los denominados tribunales de cuentas existentes en el ámbito 
europeo y hasta en el régimen colombiano en épocas pretéritas a la Constitución 
de 1886. En uno y otro caso perseguían cambiar el sistema de control fiscal y la 
institución que lo representaba y que ejercía en todos los niveles de la 
administración pública o estatal, desde cuando se creara en 1923 por 
recomendación de la Comisión Kemmerer, Alta comisión extranjera experta en 
finanzas, contabilidad y presupuestos públicos, convocada por el Gobierno 
Nacional de la época. 
 
Como se ha manifestado en capítulos anteriores, las razones de este proceder del 
Constituyente elegido por el pueblo colombiano en forma excepcional y por el 
período de seis (6) meses, para expedir una nueva Constitución, era el reflejo del 
enfrentamiento de tesis del Estado decimonónico y el nuevo que buscaba una 
carta de navegación que impulsara a los colombianos a un cambio cultural, y que 
iban desde la atrofia por corrupción funcional y funcionarial de la Contraloría, 
hasta el costo elevado de su funcionamiento y la poca o nula eficacia en la 
vigilancia de las finanzas del Estado. Al respecto y acerca de otros extremos, se 
mencionarán en la presente monografía. Ese proceso de la nueva Carta quedo en 
tablas y todavía se mantienen importantes estructuras del statu quo. Ello se 
evidencia en los actuales procesos democráticos de elección popular, en donde 
se observa que por virtud de la Ley estatutaria 134 de 1994, se diluye la 
responsabilidad que le cabe a los elegidos por el irregular desempeño de sus 
funciones, que apareja el incumplimiento de los planes de Gobierno para el cual 
fueron elegidos.  
 
La Contraloría como organismo de control fiscal en todos los niveles del Estado 
“vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares que manejen 
fondos o bienes de la Nación” (artículo 267, Inciso 1, constitucional). Gestión fiscal 
estatal que “incluye el ejercicio de un control, financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los 
costos ambientales. En casos excepcionales, podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial” (artículo 267, Inciso 3,). 
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La institución de control fiscal se organiza constitucionalmente como una “entidad 
de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal” (artículo 267, 
Inciso 4,), con competencias y funciones de carácter horizontal en el ámbito 
nacional, departamental, distrital y municipal; vale decir, que entre estos 
organismos fiscalizadores del Estado no existe una dependencia jerárquica o 
vertical ni de sus actos ni de sus funcionarios (control jerárquico o de tutela), ya 
que quedan habilitados para ejercitar el control fiscal en cada jurisdicción de la 
entidad territorial respectiva como su máximo organismo en  materia fiscal . 
 
La excepción a la regla, está representada en el control fiscal que deben 
desarrollar las contralorías departamentales en aquellos municipios donde no hay 
contraloría local (artículo 272, constitucional). En estos casos, existe una especie 
de organización vertical con funciones y competencias territoriales diferentes al 
ámbito de creación de origen de la respectiva contraloría. 
 
Las contralorías como organismos altamente técnicos en control fiscal del Estado 
se identifican porque: 
 
 
Vigilan el manejo fiscal y administrativo, el cumplimiento de la ley 
y la moralidad pública, y que verifican los resultados de las 
gestiones estatales, ejerzan su función, aunque de conformidad 
con las nuevas directrices trazadas al control fiscal, aquélla debe 
tener lugar de manera posterior y selectiva, sin interferir ni invadir 
la órbita de competencias propiamente administrativa y sin asumir 




Igualmente, la Contraloría es una entidad autónoma e independiente para ejercer 
sus funciones constitucionales, legales y reglamentarias, para ser representada 
judicial y extrajudicialmente por las personas naturales que están al frente de la 
Institución, para adquirir derechos y contraer obligaciones jurídicas de cualquier 
clase o circunstancia. En fin, por esta gama de autonomías de la institución, se 
puede concluir que a partir de la Constitución de 1991, a diferencia de épocas 
constitucionales pretéritas, tiene su personalidad jurídica de derecho público que 
la autoriza como organismo de control fiscal del Estado, para erigirse como 
institución independiente de las tres ramas del poder público tradicional, pese a 
que, en la designación de los contralores nacional, regionales y locales tienen 
incidencia funcionarios pertenecientes al poder público, mismos que, 
paradójicamente, son objeto y sujetos del control. 
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Sin embargo, el Consejo de Estado ha sostenido al respecto, que la personalidad 
jurídica de las contralorías no es objeto de regulación de la Constitución y ni 
siquiera de la ley, “sino que bien puede derivarse de un reconocimiento 
jurisprudencial”46, pues al explicar hermenéuticamente el artículo 268 de la 
Constitución, principalmente en los extremos de ser la Contraloría una institución 
con “autonomía administrativa y presupuestal” y ejercer funciones propias para el 
control fiscal exclusivamente. Si esto es así, no cabe duda que sea la propia 
Constitución la que predispone que la contraloría tiene personalidad jurídica y que 
la jurisprudencia nacional lo que hace es evidenciar intelectiva y coherentemente 
dicha realidad, lo cual es lógico por ser su papel el desentrañar el espíritu de las 
normas constitucionales y jurídicas pertenecientes al ordenamiento jurídico 
vigente. 
 
Sobre el tema la Corte Constitucional, atendiendo el modelo estatal unitario con 




Las contralorías en la estructura del Estado Colombiano. A partir 
de la Carta Política de 1991 Colombia se constituye como un 
Estado Social de Derecho que integra la descentralización y la 
autonomía de sus entidades territoriales en el espectro de la 
unidad nacional, de suerte que al amparo de una secuencia 
geográfica los territorios indígenas, los municipios, los distritos y 
los departamentos concurren política y administrativamente para 
dar asiento, forma y proyección a la fenomenología institucional 
de Colombia en tanto país democrático, participativo y pluralista.  
En este sentido quiso así el constituyente armonizar las partes en 
un todo dinámico que rebasando la mera descentralización haga 
viables y trascendentes los derechos que asisten a las entidades 
territoriales para gestionar con autonomía sus intereses, esto es: 
para gobernarse por autoridades propias, ejercer las 
competencias que les corresponde, administrar los recursos y 
establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones, participar en las rentas nacionales, y por supuesto, 
ejercer los controles que les atañe conforme a la Constitución y la 
ley.  Lo cual es indicativo de que a la luz de la Carta la autonomía 
territorialidad y la unidad nacional son ampliamente compatibles, 
se nutren mutuamente, engloban en diferentes estadios 
institucionales la misma comunidad, concurren dialécticamente a 
la realización de los fines esenciales del Estado, y por tanto, 
operan, discurren y se articulan de tal manera que en último 
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término las entidades territoriales sólo pueden realizarse a través 
de la unidad nacional, al paso que ésta únicamente puede existir 
a condición de que las entidades territoriales desplieguen su 
poder autonómico en consonancia con los intereses locales y 
nacionales. Son, pues, territorialidad y unidad nacional, dos 
elementos teleológicamente inescindibles, ontológicamente 
diferenciables a partir de su materialidad geográfica, con unos 
destinatarios comunes los habitantes del país, y por entero, 
instancias orgánicas y funcionales de un mismo mecanismo 
estatal: el de la República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista47. 
 
 
Al defender el modelo de Estado es claro, que la Corte Constitucional ha 
expresado una doctrina bastante conservadora sobre descentralización y 
autonomía cuando se refiere a que se trata de “armonizarlos y no simplemente 
delimitarlos y separarlos” 48.  
 
Frente a la doctrina mencionada, en la presente investigación  se elabora esta 
propuesta, con el fin de que en Colombia haya autonomía como modelo estatal y 
no como un matiz de modelo unitario con descentralización administrativa, porque 
si permanece la actual estructura del control fiscal nacional, el control siempre 
será un ejercicio de naturaleza transversal y de tutela frente a su par territorial, 
expresado a través de los controles prevalente, excepcional y preferente, que 
cumplen la misma finalidad, cual es limitar el desarrollo autonómico de la célula 
fundamental del Estado. 
 
Ahora bien, es necesario formular la siguiente pregunta: ¿La descentralización 
tiene límites? ¿Hay autonomía como consideración de modelos moderados 
autonómicos? 
 
La Corte Constitucional, ha mantenido una doctrina conservadora respecto al 
modelo autonómico, apegándose a las disposiciones constitucionales respecto de 
la descentralización administrativa, ejemplo claro de ello es lo manifestado en la 
Sentencia C-284/97:   
 
 
AUTONOMIA DE ENTIDADES TERRITORIALES-Delimitación 
constitucional/AUTONOMIA DE ENTIDADES TERRITORIALES-
Establecimiento general del régimen jurídico por el legislador. Si 
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bien la autonomía busca la autodeterminación de las entidades 
territoriales en la gestión de sus propios intereses, la propia 
Constitución la delimita a partir de la concepción unitaria del 
Estado y de la reserva que hace para el legislador para la 
regulación de ciertas materias que, como lo relativo al 
establecimiento del régimen de los servicios públicos, se 
consideran vitales para los intereses de la comunidad nacional y 
no sólo de los regionales y locales, en lo relativo a las situaciones 
generales que deben ser reglamentadas de manera uniforme, sin 
perjuicio de la especificidad de las regulaciones reglamentarias 
que deben hacerse por las entidades territoriales. No se afecta en 
principio la autonomía de las entidades territoriales, porque el 
legislador establezca de modo general el régimen jurídico de 
dichos servicios, pues esa fue la voluntad del Constituyente; es 
decir, que corresponde a éste señalar el marco normativo atinente 
a las cuestiones básicas que estructuran la naturaleza propia de 
cada servicio, sus atributos de regularidad, permanencia eficacia 
y eficiencia, los sujetos que los prestan, las relaciones usuario-
entidad prestataria, la manera de establecer las tarifas que se 
pagan y los subsidios que demanda la universalidad y solidaridad 
del servicio, el contenido y alcance del control, inspección y 
vigilancia, atribuido a la Superintendencia de Servicios Públicos, y 
la financiación de ésta, librando a las entidades territoriales ciertos 
aspectos de naturaleza reglamentaria en relación con aquéllos 
asuntos no esenciales no regulados por el legislador, 
particularmente en los órdenes técnicos y operativos49. 
 
 
Si bien la Constitución consagra la estructura unitaria del Estado, igualmente 
reconoce como sistema de administración la descentralización con la 
autonomía de sus entidades territoriales. Dicha autonomía como lo ha 
reconocido en varias oportunidades la Corte no significa autarquía, sino que 
comporta la atribución de competencias propias y la afirmación de derechos y 
poderes exigibles y oponibles a las autoridades de los niveles superiores del 
Estado50. De modo que la autonomía que se reconoce a dichos entes debe 
adecuarse a los términos de la Constitución y de la ley, bajo la premisa del 
modelo limitador de la autonomía, consagrado en la descentralización 
administrativa. 
Es claro que la autonomía busca la autodeterminación de las entidades 
territoriales en la gestión de sus propios intereses, la propia Constitución política 
la delimita a partir de la concepción unitaria del Estado. Por ello apostarle al 
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modelo autonómico, aunque no es el tema de la presente monografía, 
desarrollaría en mejor forma al Estado y aliviaría las tensiones del ejecutivo 
presidencialista con las entidades territoriales. 
 
Se ha considerado que, de acuerdo con la estructura referida en el artículo 
primero de la Constitución frente al modelo de Estado, por ende se entiende  que 
es unitario con descentralización administrativa, lo cual indica que hay un 
ordenamiento constitucional y unas leyes que organizan y desagregan las 
funciones y las atribuciones superiores en el ámbito nacional y territorial. “Así las 
cosas, entendemos que la doctrina de la Corte supedita la descentralización 
administrativa a una capitis deminuttio ya que no deja desarrollar la periferia 
atándola inexorablemente a sentencias que crean una línea blanda para la 
autonomía y una dura para la descentralización”51.  
 
En efecto, las contralorías territoriales gozan de autonomía funcional respecto del 
control fiscal de los recursos propios, la Contraloría General de la República, tiene 
injerencia sobre dicho control solamente de manera excepcional; sin embargo, 
cosa distinta sucede con los recursos que reciben tales entidades territoriales por 
diferentes conceptos, provenientes del presupuesto nacional, pues el control fiscal 
que sobre ellos se haga, será competencia de la Contraloría General de la 
República, ente al que corresponde la vigilancia y el control fiscal de los recursos 
provenientes del nivel nacional, en virtud del mandato Constitucional. Pero, puede 
hace tal control en colaboración y coordinación con las contralorías territoriales, 
sin que ello vulnere ningún precepto constitucional. 
 
Esto no deja de ser importante, pero mirando sobre el tema político en materia del 
cambio de modelo de Estado y de régimen político, que es donde considera  
Trujillo Muñoz que está la génesis del problema, por ello se manifiesta que el 
statu quo sigue entre nosotros y algunos no lo hemos percibido. La Constitución 
de 1886, ¡vive! hecho que corrobora la aseveración de Trujillo Muñoz cuando 
afirma que: “Sin embargo, cuando a renglón seguido se lee que el propósito de la 
autonomía territorial es lograr una eficiente asignación de recursos del Estado” se 
está hablando en los mismo términos de la vieja carta política”52. 
 
Es bueno insistir o reiterar que la expedición de la Carta Constitucional en 
transición es el reflejo de la sociedad colombiana; por ello, afirmar que existe un 
cambio empero si se aborda su estudio en forma detallada y cuidadosa nuestro 
modelo de Estado es equívoco, ya que se piensa más en el escenario ideal como 
realidad, cuando la aplicación de las normas es lo real, tangible y propio para el 
Estado. No quiere ello expresar una visión conformista y menos aún fatalista del 
fenómeno, no podremos intentar el anhelo autonómico que todos queremos, ya 
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que hasta ahora la descentralización que venía de 1945 y 1968, ha tenido pocas 
variaciones, conservando toda su estructura retardataria, hoy cuando los 
Departamentos se encuentran funcionando a toda máquina, en el vehículo del 
unitarismo constitucional que constituye el unanimismo, apoyo fundamental al 
régimen presidencialista, lo que se traduce en centralismo.  
 
El proceso de la autonomía de las entidades territoriales debe avanzar pero no 
desde la descentralización, lo consideramos desde la orilla de los modelos 
autonómicos y por qué no, desde la Federación. Sin lugar a dudas los grandes 
cambios constitucionales no operaron en el grueso de la superestructura y 
estructura del Estado; ese choque de viejos y nuevos pensadores del país, parió 
una colcha de retazos, confusa, difusa y contradictoria; como si ello fuera poco, la 
Corte ha contribuido a construir líneas negras y en otros casos a refundir figuras 
importantes en el desarrollo del orden territorial autónomo. 
 
Se puede afirmar que en esa batalla triunfó el viejo país, es por ello que los 
planteamientos del extinto profesor Orlando Fals Borda, en cuanto al 
ordenamiento territorial, ni siquiera fueron de recibo en los representantes 
políticos de la periferia colombiana, ya que la doble moral, y los intereses 
electorales, no permiten que se dé al paso a la construcción de un modelo de 
Estado diferente al proferido con la Constitución Nacional de 1886. 
 
Los que defienden la descentralización administrativa, en el fondo expresan su 
apego al unitarismo, al unanimismo del régimen presidencialista per se una figura 
del modelo de régimen político que es lo más parecido a la negación de la 
autonomía. Por ello se debe empezar a sepultar de una vez por todas, la 
descentralización administrativa, expresión rancia del viejo y decimonónico país.  
 
Lo expresado por el ejecutivo al expedir la norma analizada por la Corte 
Constitucional en la sentencia C-127 de 2002, Magistrado Ponente: Dr. Alfredo 
Beltrán Sierra, no podría concluir con fallo adverso, ya que el estado de cosas 
lleva sin mayor esfuerzo a concluir, que la exequibilidad de la norma en análisis 
es un espaldarazo importante al unitarismo, entonces huelga concluir que la 
verdadera autonomía como modelo de Estado opuesto a la descentralización 
administrativa en las entidades territoriales y el control fiscal no está lejos; por el 
contrario, está simplemente a una decisión del legislativo o porque no, a un 
cambio de la forma conservadora como la jurisprudencia de la Corte ha venido 
llevando el tema en lo político y lo jurídico. El grueso de la sentencia dispuso con 
total fuerza su acuerdo tácito con el ejecutivo por mantener incólume la unidad 
nacional, la centralización política o el unanimismo presidencialista, expresados 
en términos eufemísticos a los que bien acostumbrados nos tienen nuestros 





El texto es el siguiente: 
 
 
Por otra parte, no resulta admisible una interpretación según la 
cual cuando se trate de la administración y manejo de fondos o 
bienes de origen nacional la Contraloría General de la República 
ejerza de modo privativo, exclusivo y excluyente, el control y la 
vigilancia de la gestión fiscal aún cuando esos fondos o bienes 
hubieren sido transferidos por la Nación a las entidades 
territoriales, pues ello equivaldría a ignorar la existencia del 
artículo 272 de la Carta, como si existiera tan sólo el artículo 267, 
inciso primero de la misma. Y, del mismo modo, resulta 
igualmente inadmisible la interpretación contraria, que llevaría 
entonces a aceptar que transferidos fondos o bienes de la Nación 
a las entidades territoriales, en la vigilancia de la gestión fiscal de 
estas no podría tener ninguna competencia la Contraloría General 
de la República.  
 
Así, se impone entonces una interpretación armónica de lo 
dispuesto por los artículos 267, inciso primero, 272 y 286 de la 
Carta, de la cual se desprende como conclusión la existencia de 
una competencia concurrente, para desechar la pretendida 
competencia privativa sobre el control de la gestión fiscal en este 
caso y, en tal virtud, ha de aceptarse que no pueden ejercerse 
simultáneamente esas funciones por la Contraloría Territorial y la 
Contraloría General de la República. Es pues, claro que el 
fundamento de la exequibilidad de la norma acusada no lo es el 
control excepcional sino, en forma directa, el que se desprende de 
los artículos 267 inciso primero, 272 y 286 de la Carta. Así las 
cosas, no encuentra entonces la Corte que resulte inexequible lo 
dispuesto por el artículo 5º numeral sexto del Decreto - Ley 267 
de 2000, como quiera que bien puede el legislador establecer 
competencias prevalentes, como lo hizo en este caso y en nada 
se vulnera norma alguna de la Constitución cuando para este 
efecto ordena que exista coordinación entre las actividades que 
cumplan para la vigilancia de la gestión fiscal tanto la Contraloría 
General de la República como las Contralorías Territoriales53. 
 
Colombia ha perdido un tiempo precioso en reescribir la historia del país, falleció 
uno de los que tenía la solución del problema del desarrollo irregular y la forma de 
recomponernos alrededor de la equidad en la distribución de los recursos, como 
una forma legítima de igualar por encima. Debemos continuar el proceso. 
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3.1 REQUISITOS Y FORMA DE ELECCIÓN ACTUAL DEL CONTRALOR 
 
 
3.1.1 Requisitos para ser contralor. En el Derecho Público colombiano, por 
tradición se han establecido unos requisitos para quienes aspiran a ocupar un 
cargo público, independientemente si el destino es de elección popular, por 
designación o escogencia, de libre nombramiento o remoción o por vínculo 
contractual o estatutario. En efecto, los requisitos para ser elegido Contralor 
General, regional o local en Colombia, siendo un cargo de período por 
designación de una corporación legislativa y/o administrativa de elección popular, 
respectivamente son los siguientes: a) Ser ciudadano colombiano de nacimiento, 
b) Ciudadano en ejercicio, c) Tener 35 años (en el caso del nacional) o 25 años 
(en los demás casos), d) Tener título universitario, e) Haber sido profesor 
universitario durante un tiempo no menor de cinco (5) años. Este requisito 
constitucional y alternativo al anterior, sólo se exige para ser Contralor General de 
la República; y, f) “Acreditar las demás calidades adicionales que exija la ley”54.  
 
La Ley 330 de 1996 que reglamentó parcialmente los artículos 244, inciso 3, 245, 
246 , 248 y 308 de la Constitución, referidos al régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades, a las condiciones para ser contralor, a su elección y posesión 
entre otros aspectos, aplicables a la Contraloría General y territoriales, dejó 
vigente y en forma parcial el Código de Régimen Departamental pre constitucional 
referido a los requisitos para ser contralor en el ámbito nacional, departamental, 
distrital y municipal.  
 
A pesar de ser una elección para un organismo técnico, hay factores que lesionan 
ostensiblemente la autonomía de los órganos de control fiscal, veamos: la 
escogencia de la terna por las tres altas Cortes de la rama judicial en el ámbito 
nacional y en los Tribunales Contencioso y Superior en el orden territorial, la 
elección propiamente dicha por el legislativo y/o las corporaciones administrativas, 
le resta autonomía funcional y fiscalizadora a los organismos que han escogido y 
legitimado al contralor, puesto que serán objeto y sujeto de su función 
fiscalizadora. Más aún uno de ellos, el Consejo de Estado Sala Contencioso 
Administrativa y Tribunales Contencioso Administrativo, después de estar inmerso 
en el proceso de elección, puede eventualmente ser la autoridad judicial 
competente para conocer de la nulidad de la elección del contralor, o también la 
autoridad que ejerce control judicial sobre todos los actos administrativos, hechos, 
operaciones o vías de hecho en las que esté vinculado la Contraloría. 
 
Por ello, se considera que la forma de escogencia y elección del contralor 
deslegitima la función de control fiscal, ya que los candidatos de una u otra forma 
terminan vinculados directa o indirectamente con compromisos burocráticos a 
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unos y otros. Mientras no se modifique esta forma de escogencia, el control fiscal, 
no gozará de mayoría de edad y menos, de autonomía e independencia. 
 
 
3.1.2 Forma de elección actual del contralor. Los artículos 267 y 272 de la C. 
P., establecen un principio rector en materia de elección de contralores. Según 
esta regla, al Congreso, a las Asambleas, los Concejos Distritales y Municipales, 
les corresponde elegir contralor para período igual al de Gobernador o Alcalde, 
según el caso, de ternas integradas con dos candidatos presentados por las 
Cortes o el Tribunal Superior del Distrito Judicial y uno por el correspondiente 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, según el caso. 
 
Al dictar esta norma el Constituyente tuvo como propósito, no sólo que las 
contralorías fueran organizadas con un carácter técnico dotadas de autonomía 
administrativa y presupuestal, sino que la elección de su titular, es decir, el 
contralor, estuviera precedida de criterios de selección por entidades ajenas al 
quehacer político, evitando así injerencias en este sentido de parte de grupos o 
movimientos con representación en la Corporación de origen electoral. En la 
práctica este espíritu del constituyente se desvirtuó por cuanto es común ver a 
magistrados de los tribunales participando en la discusión burocrática de los entes 
de control. 
 
En vigencia de la Constitución de 1886, el Contralor Nacional era elegido por la 
Cámara de Representantes para períodos de cuatro años y su función principal 
era la vigilancia de la gestión de la administración, conforme lo disponía la ley. 
 
En la actualidad, el contralor es elegido por el Congreso, en pleno,  la asamblea o 
el concejo en pleno, para período igual al del presidente de la república, 
gobernador o alcalde, según el caso (cuatro años), con propósitos claros de 
ejercer la vigilancia fiscal del Estado Constitucional, Democrático y Social de 
Derecho concurrentemente con el desempeño de la rama ejecutiva del poder 
público, en cuanto al inicio del período, pues las eventualidades personales de 
quienes desempeñen el cargo son variadas e impredecibles (renuncias, muerte, 
faltas absolutas o temporales, etc.). 
 
En el seno de la Asamblea Nacional Constituyente, en principio, no hubo 
unanimidad en cuanto al proceso electivo del contralor, pues habían dos clases 
de asambleístas: los que querían un nuevo país y los que abogaban por seguir en 
el mismo caos. Desde la óptica de los autores no se avanzó lo suficiente, en todo 
caso eran unánimes en considerar que parecían ser falibles o proclives al error o 
a la falta de integralidad moral, independencia y autonomía que requería el 




Así, entre las diversas propuestas se encontraban quienes pensaban que el 
contralor debía ser elegido por la Cámara de Representantes, como en el 
decimonónico sistema instaurado en la Constitución de 1886, pero aclarando que 
la propuesta del delegatario Diego Uribe Vargas se hacía teniendo en cuenta que 
él estaba a favor del régimen unicameral de la rama legislativa del poder público, 
y en consecuencia, no existiría el Senado. Igualmente, y con puntuales 
diferencias, se propuso mantener en cabeza de la Cámara de Representantes la 
función de elegir el Contralor General de la República pero circunscribiendo su 
elección a una terna que deberá enviarle la Corte Suprema de Justicia. Su 
período quedaría reducido en tres años55.  
 
Otras propuestas, como la del Delegatario Arturo Mejía Borda (propuesta N° 93), 
estimaban que al contralor debía elegirlo un Colegio Electoral integrado por los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, lo cual 
significa que el control fiscal estaría completamente subordinado a la rama 
jurisdiccional del Poder Público56. 
 
Por su parte, el Delegatario Iván Marulanda Gómez57, proponía que el Contralor 
General sería escogido por el Consejo de Estado mediante concurso público para 
un período de cinco años y su elección sería sometida a la ratificación de la 
Cámara de Representantes. En cuanto al período, el Delegatario Hernando 
Herrera Vergara, también coincidía en los cinco años. 
 
El Delegatario Guillermo Plazas Alcid, propuso que la elección del Contralor 
General debía hacerse por mecanismos de elección popular y para períodos de 
cinco años. Propuesta que no fue tenida en cuenta, confirmando la tesis de que el 
viejo país, requería un control fiscal maniatado y además susceptible de coartarle 
su autonomía e independencia con una forma de elección que no permitiera su 
eficiencia y eficacia. 
 
Pese a la variedad de propuestas, se acogió mayoritariamente la propuesta del 
Gobierno Nacional que es la que quedó en el artículo 267 de la Constitución de 
1991. Básicamente lo discutido en la Asamblea Nacional Constituyente fue el 
carácter de subordinación del órgano de control fiscal a una de las ramas del 
poder público, con esta decisión se dejó el control fiscal en gran parte debilitado, y 
en imposibilidad de realizar una labor eficiente en la vigilancia de los recursos 
económicos del presupuesto público.  
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El proceso electivo actual del contralor se ha criticado por la intromisión del poder 
jurisdiccional, legislativo en el ámbito  nacional y en las corporaciones 
administrativas en el ámbito territorial, en el origen de un organismo de control 
que debería gozar de autonomía administrativa, presupuestal y política, devenida 
de la elección por mecanismos de elección popular. La escogencia de la terna por 
tres Altas Cortes de la rama judicial y la elección por el legislativo y/o las 
corporaciones administrativas, le resta autonomía funcional y fiscalizadora de los 
organismos que han escogido y legitimado al contralor, puesto que serán objeto y 
sujeto de su función fiscalizadora. Más aún, después de estar inmerso en el 
proceso de elección, uno de ellos, que puede ser el Consejo de Estado, Sala 
Contencioso Administrativa o los Tribunales Contencioso Administrativo, puede 
eventualmente ser la autoridad judicial competente para conocer la nulidad de la 
elección del Contralor, o también la autoridad revisora judicial de todos los actos 
administrativos, hechos, operaciones o vías de hecho en las que esté vinculado la 
Contraloría58.   
 
Esa inexactitud y los efectos de funciones y de la elección de las autoridades 
judiciales y del contralor, se han tratado de desvirtuar sosteniendo que el poder 
judicial actúa con plena imparcialidad y autonomía, en los casos de nulidad de 
elección y revisión de los actos y las actuaciones de la Contraloría. Es difícil 
preservar dicha independencia funcional cuando se ha estado involucrado en la 
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El Estado y, consecuentemente, su administración pública, a lo largo de la historia 
han sufrido enormes cambios que repercuten en el manejo de las relaciones con 
los administrados. Ello es aplicable en la medida que los ciudadanos pasan de ser 
observadores a ser actores esenciales en los procesos que involucran sus 
derechos fundamentales, es claro que la diferencia entre un ciudadano simple y 
uno cualificado, es que el último adquiere relaciones o nexos más efectivos por 
cuanto exige del Estado mayor eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los fines 
esenciales, la mayoría de los cuales se hace exigible a través de los derechos 
fundamentales. El destinatario de los derechos fundamentales y sujeto obligado 
de los mismos es el Estado, que se encuentra vinculado por ellos dado su 
carácter de normas de Derecho necesario de aplicación directa, función que debe 
desplegar sus beneficios en el ámbito nacional y territorial. 
 
Nuestro problema fundamental es que el Estado no ha integrado debidamente la 
pluralidad de voluntades, un ejecutivo que termina imponiendo su voluntad sobre 
los demás poderes y órganos, un legislativo que asiste en forma detallada las 
órdenes del ejecutivo; y como si ello no bastara, desde 1991 la justicia ha sido 
fuertemente politizada. Ante ello, las organizaciones sociales y políticas de nueva 
raigambre lo descalifican y no legitiman. No es necesario hacer mayor esfuerzo 
para obtener respuestas, son los hechos del diario acontecer que demuestran con 
suficiencia los logros del gobierno colombiano y su desafortunada e irregular 
gestión, por ausencia de un control fiscal eficiente, eficaz e independiente.  
 
En otras palabras, toda vez que una de las condiciones para la vigencia del 
principio fundamental irrenunciable de la democracia es, que la igualdad de 
derechos no se vea subvertida por la tendencia de las circunstancias en la 
realidad social de la cotidianidad. 
 
Es claro que la presencia del Estado queda condicionada al proceso de 
integración estatal, partiendo de la pluralidad de voluntades de los ciudadanos, en 
la que acertadamente se contempla un elemento fundamental de su esencia.  
 
Todos soñamos con poder legitimar las acciones del Estado, en especial las de 
un ejecutivo con carácter presidencialista que busca abrogarse todas las 
atribuciones-funciones del Estado, en contravía a lo preceptuado en la Carta 
fundamental. La teoría rousseauniana de la legitimidad del poder del Estado se 
mantiene vigente; el principio de lo que hoy llamamos Democracia en libertad se 
origina con Rousseau y se edifica bajo cuatro principios del pensamiento jurídico-
estatal que son: libertad e igualdad, legitimidad y división de poderes; y, que 
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combinados producen la moderna teoría de la democracia constitucional 
participativa, llevándonos al Estado Constitucional, Social y Democrático de 
Derecho. Dentro de este pensamiento social contractual desde la óptica de la 
legitimidad del accionar del Estado liberal y social, sin duda existe una justicia 
universal, que emana sólo de la razón; sin embargo, para ser reconocida entre 
nosotros, la justicia ha de ser recíproca. Porque si se consideran las cosas sólo 
desde el punto de vista humano, entonces las leyes de la justicia no son, en 
ausencia de una sanción natural vinculantes entre los hombres; sólo sirven al bien 
del malvado y al mal del justo, si este las observa frente a todos y nadie las 
observa frente a él. 
 
La voluntad general convertida en ley no emana de una simple adecuación de la 
libertad de cada cual, sino que persigue la convergencia de los intereses 
particulares del individuo con los intereses comunes de todos; porque en efecto, 
todo individuo como hombre puede tener una voluntad particular que contrae a la 
voluntad general que tiene como ciudadano. Su interés particular puede exigirle 
cosas bien distintas a las requeridas por el interés común. Por ello la voluntad 
particular tiende por naturaleza hacia el propio beneficio, la general, por contra, 
hacia la igualdad. 
 
En Colombia vivimos una legitimación formal del Estado, que se refiere al 
acatamiento de la Constitución Política, la Ley y los reglamentos, pero no a su 
cumplimiento; el poder ejecutivo lo expresa paradójicamente con suficiencia, 
cuando aplaude o censura las decisiones acertadas o erradas de los poderes 
legislativo, judicial y órganos autónomos. Consideramos entonces, que la 
legitimación del Estado quedaría reducida a una simple ficción, sin una 
organización de la democracia conforme a los principios de libertad democrática 
materializada en la soberanía popular, con mayor participación ciudadana y 
codecisión posible de todos los ciudadanos por igual, que en el caso que nos 
ocupa es la elección por voto directo, universal y secreto de los Contralores-, por 
cuanto no tiene lógica, que quien controla se encuentre en una minoría de edad 
frente o los poderes públicos del Estado. Lo anterior se expresa en la 
conformación de la terna por el poder judicial y la elección por el poder legislativo 
o las corporaciones públicas en el orden territorial.  
 
Uno de los pilares básicos de todo Estado Constitucional, Democrático y Social de 
Derecho es su expresión de velar por la aplicación de principios, valores, deberes 
y garantías relacionados con el ejercicio de la democracia, que adquirió rango de 
derecho fundamental con la Carta fundamental. Como se expresó supra, al 
Estado colombiano le falta mucho desarrollo puntual en este campo, no es 
suficiente la separación de poderes, debemos ir más allá. Los órganos de control 
deben convertirse en las entidades que con su ejercicio de controlar y vigilar 
asuman el proceso vanguardista de la evolución del Estado frente a la eficiencia y 
eficacia que legitiman su gobernabilidad. 
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Nuestra Constitución Política debe cumplir su papel estabilizador liberando 
cargas, decidiendo con el sistema de principios, derechos y garantías aquello que 
es un problema fundamental para la democracia y la gobernabilidad. No tiene 
sentido lógico que el representante del órgano de control haga parte y sea elegido 
por los poderes públicos judicial y legislativo. Y menos, que esta situación se 
replique en el orden territorial, llevándolo a las corporaciones públicas.  
 
Se preguntarán los ciudadanos qué garantías tienen, cuando se les invita a luchar 
contra la corrupción desde la participación ciudadana. 
 
En varios debates de la Asamblea Nacional Constituyente se esgrimió la 
posibilidad de la elección popular del contralor al menos para el nivel nacional. Se 
argumentó que de procederse así, la Institución adquiriría legitimidad y autonomía 
frente a las ramas del poder público que tendría que controlar en su gestión, 
actividad y actos de carácter financiero o patrimonial. Pese a las implicaciones de 
todo tipo, particularmente las de índole económico, logístico y de saturación de 
elecciones populares en todos los niveles del Estado, la elección popular del 
Contralor General de la Nación -e incluso la de los Contralores Regionales y 
Locales- se auto-justifican en nuestro Estado, con visos de autonómico tipo 
latinoamericano y garante de los mecanismos de participación ciudadana como el 
voto popular, el plebiscito, el referéndum, la iniciativa popular, entre otros (artículo 
113, constitucional), máxime cuando el propio Constituyente derivado de 1990-
1991, expresamente dedicó un Capítulo (artículo 267 a 274, constitucionales) “De 
los Organismos de Control” para las Contralorías Nacional, Regional y Local, 
separándolas formal, institucional, organizacional y funcionalmente de las tres 
ramas del poder público, expresando con ello que sí va a ejercer el control fiscal 
del poder público, tanto en su origen como en sus competencias. 
 
Los organismos de control deben tener una legitimación tan equitativa, que esté 
en igualdad de origen y condiciones a la de las instituciones estatales y personas 
naturales (públicas o privadas) a quienes tiene que vigilar, controlar e incluso 
endilgarles responsabilidades fiscales, patrimoniales, tributarias e incluso 
disciplinarias, según fuere el caso y las circunstancias.  
 
En un Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho como el nuestro, 
determinado por valores, principios, derechos y deberes de las personas, 
sobresalen con primacía los principios de la soberanía popular, la democracia 
representativa, la participación ciudadana. Los valores referidos al pluralismo 
político y a la integración de los cargos de elección popular por vía electoral, son 
esenciales para la materialización de la función constitucional a través de la 
función administrativa, asegurando con ello el cumplimiento de los fines 




En efecto, es claro que el poder constituyente puede hacerlo todo en relación con 
la creación constitucional, puesto que no está subordinado a una Constitución 
previa. El pueblo, en quien radica la soberanía, ejerce el mayor y más importante 
de sus poderes cuando realiza esta función, debe estar libre de toda limitación, de 
cualquier forma, a excepción de la que le parece más adecuada de adoptar. Esa 
modificación constitucional debe ser realizada por el Congreso de la República, 
mediante acto legislativo reformatorio de la Constitución Política.  
 
Las regulaciones por Ley que afectan exclusivamente al nacimiento futuro de 
situaciones, derechos o relaciones jurídicas no colisionan con el principio de 
protección de la confianza. El ciudadano no puede confiar en que las Leyes dadas 
en un tiempo vayan a permanecer incambiadas. Menos aún puede pretender que 
el Legislador actúe de una determinada manera. El Legislador tiene que estar 
abierto hacia el futuro, tiene que tener la posibilidad de reaccionar sobre nuevos 
desarrollos o evoluciones, admitir nuevos conocimientos e imponer nuevas 
concepciones políticas, como también corregir en el futuro viejos errores 
 
El Congreso debe recobrar su importante tarea de legislar frente al interés general 
e impulsar la reforma constitucional propuesta, por cuanto ello reivindica su papel 
dinámico y regulador mediante normas de la aceptación sociopolítica de una 
realidad que debe dar paso a la innovación de las expresiones ciudadanas, en 
especial con los postulados de la soberanía popular y la democracia 
representativa.  
 
Una democracia no podría existir, simplemente, si cualquier cambio en el orden 
jurídico tuviese que ser dejado de lado para proteger los intereses de los 
instalados en la legislación anterior; sobre todo cuando se debate el desarrollo de 
postulados constitucionales donde la primacía del derecho a participar en la 
conformación política de los órganos de control fiscal del país, debe radicar en el 
pueblo soberano como expresión fundamental de un Estado Constitucional, Social 
y Democrático de Derecho. Esta es, más bien, y precisamente, la concepción de 
algunos dirigentes en el país, que ven con buenos ojos el statu quo, más que la 
de la democracia moderna, la que subyace a la idea de que cualquier cambio 
legislativo que afecte a la confianza que en el Derecho anterior tuviesen los 
ciudadanos o grupos de ellos. Esta visión conduciría inevitablemente, a una 
petrificación o congelación del Derecho, a su inmovilización total o parcial, a su 
cierre definitivo a los cambios sociales o políticos, que es una de las grandes 
funciones de un poder legislativo democrático, señor indiscutido de la innovación 
en la legislación colombiana. El principio de participación democrática expresa no 
solo un sistema de toma de decisiones, sino un modelo de comportamiento social 
y político, fundamentado en los principios del pluralismo, la tolerancia.  
 
El concepto de democracia participativa no comprende simplemente la 
consagración de mecanismos para que los ciudadanos tomen decisiones en 
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referendos, consultas populares, revocación del mandato de quienes han sido 
elegidos, sino que implica adicionalmente que el ciudadano puede participar 
permanentemente en los procesos decisorios que incidirán significativamente en 
el rumbo de su vida.  
 
La Constitución de 1991 consagra disposiciones que establecen la posibilidad de 
que haya participación cívica y comunitaria en la toma de decisiones políticas, 
tendientes a modificar su entorno social y el mejoramiento de la calidad de vida. La 
finalidad de la participación cívica y comunitaria, de conformidad con la Carta, es, 
fundamentalmente, que las personas se vinculen a la toma de decisiones públicas 
que las afecten. Al ser ésta una actividad que afecta directamente la vida de las 
personas, encaminada a satisfacer necesidades primarias de todos, debe responder 
en todos los casos a la prevalencia del interés general, como corresponde a la 
esencia misma del Estado Social de Derecho.  
 
El principio constitucional de responsabilidad se erige como el pilar fundamental 
del ejercicio del control fiscal, ya que se orienta a evaluar la gestión de la 
administración pública bajo los sistemas y principios contenidos en la Ley 42 de 
1993. Pero la responsabilidad en esta materia se dirige a establecer situaciones 
fiscales que, protegiendo el patrimonio público contenido en la ejecución 
presupuestal, sancionan económicamente a los servidores y particulares que 
obren contrariamente a la normatividad sobre el buen manejo de los dineros 
públicos.  
 
Como puede observarse, el control fiscal es una atribución y tiene una función 
constitucional que contiene como ingrediente principal, una relación especial de 
sujeción que aplica a servidores públicos y particulares que administren bienes o 
fondos públicos. 
 
Con los argumentos precedentes y siguiendo la historia de los órganos de control 
fiscal en el país, consideramos que debemos ingresar al escenario de la discusión 
política un nuevo actor, en el espectro de la democracia representativa. Ese 
elemento lo constituye la elección popular de contralores. 
 
En realidad, el proceso de descentralización administrativa concebido desde 1886 
e impulsado con especial dinamismo en 1968 está incompleto, por cuanto el jefe 
del órgano fiscalizador de los recursos públicos se encuentra en una capitis 
deminuttio frente al Alcalde y al Concejo, elegidos por voto popular y directo. Y 
esa minoría de edad política se evidencia frente al manejo presupuestal y al 
ejercicio de la función constitucional de vigilar y controlar el Tesoro público. En 
nuestro concepto, esa misma situación es replicada por lo contenido en la 
sentencia C-127 de 2002, cuando fue reconocido el control preferente y se 




Cuando por alguna razón los contralores se convierten en “opositores” de la 
administración, es decir, cuando ejercen su función, entonces aparecen los 
perversos recortes presupuestales que dan al traste con las aspiraciones del 
constituyente primario de ejercer control sobre las ramas del poder público. 
  
Existen y abundan ejemplos de esta índole en el gobierno de César Gaviria: se 
expidió el Decreto Ley N° 1664 de 1994, que eliminaba las contralorías 
territoriales para dar paso a su proyecto de privatización de este componente 
estratégico, hoy se conocen las consecuencias de tal modelo equívoco. 
 
Por esa razón, en el espectro político colombiano se considera que no es 
oportuna una Corte de cuentas, desde siempre se han importado modelos 
foráneos, que en gran medida hoy causan problemas de integración y 
ordenamiento territorial; uno de ellos, es el de los departamentos, que por 
conveniencias electorales han frenado el proceso de ordenamiento territorial, 
especialmente en la conformación de regiones, y que todavía hoy causan 
malestar en la población, obstaculizando el proceso de descentralización 
administrativa donde las células básicas para el desarrollo son los municipios y 
las regiones. 
 
Con la presentación del acto legislativo reformatorio del Titulo X, artículos 267 
incisos cuarto, quinto y noveno; 272 inciso 3, se quiere proyectar una estructura 
del control fiscal al interior del Estado colombiano, con una nueva estrategia que 
asegure la excelencia del sistema, precedido de autonomía total frente a las 
ramas del poder público.  
 
Se trata de hacer entonces, verdaderos mecanismos de lucha contra la 
corrupción, la ineficiencia, la ineficacia y la irresponsabilidad administrativa, como 
debilidades que son y que aún se encuentran arraigadas en la dinámica de la 
función administrativa. 
 
La propuesta va orientada a realizar una reforma constitucional que establezca 
unas reglas desde la Carta fundamental y un perfil acorde con las habilidades y 
competencias para ejercer en forma adecuada el cargo y proveerlo a través del 
voto directo mediante la elección popular del contralor. Todo ello, fundamentados 
en los postulados que implican un proceso democrático pluralista y multicultural, 
involucrando la autoridad electoral garante del proceso.  
 
Esta función debe tener un sistema de pesos y contrapesos desde el 
constituyente primario y la Auditoría General de la República; por ello, es 
primordial que el voto sea plebiscitario y programático como parte de ese control 
popular, haciendo propias del proceso las disposiciones de la Ley 131 de 1994, 




Su periodo debe coincidir en el inicio del periodo de presidente, Gobernador y 
Alcalde. De procederse así, sólo entonces los funcionarios del control fiscal 
podremos hablar de autonomía e independencia para ejercer tan fundamental e 
importante gestión contra la corrupción. 
 
Es el aquí y el ahora precisos para cuestionar y cambiar el sentido masivo 
absolutista de una clase dirigente decimonónica, que pretende dejar sin efecto el 
proceso evolutivo de las relaciones derivadas del poder político como expresión 
soberana del pueblo, que deben ser plasmadas en la Carta fundamental con el 
firme propósito de estabilizar la superestructura del Estado. 
 
Desde estas perspectivas teóricas, históricas y jurídicas, en la presente 
investigación consideramos que se hace necesario que el Constituyente primario 
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EXPOSICION DE MOTIVOS A LA REFORMA CONSTITUCIONAL Y 
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO DE LA CONSTITUCIÓN 
 
La Constitución Política de 1991, consagra al Estado Colombiano como un Estado 
Constitucional, Social, Democrático de Derecho, participativo y pluralista fundado 
en la democracia y el respeto por la dignidad humana con prevalencia del interés 
general y en tal sentido corresponde a los órganos del Estado la garantía de los 
derechos constitucionales y el fortalecimiento de las instituciones a través de las 
cuales el constituyente primario busca realizar el ideario del acuerdo colectivo. 
La división de poderes, el sistema de pesos y contrapesos, la legitimidad de las 
diferentes ramas del poder público, la independencia de los órganos de control 
fiscal y la voluntad del constituyente primario que hacen verdadero soberano al 
pueblo colombiano, permiten que el legislador como poder constituido, legitimado 
para reformar la Constitución, y dentro de los límites propios del 
constitucionalismo real, que se encuentra fundado en una democracia 
participativa, debe atender una reforma constitucional sobre la continuidad de las 
políticas de Estado, como expresión legítima de los administrados que permitan, a 
través de un control fiscal eficiente, eficaz e independiente el verdadero desarrollo 
nacional. Y a la vez la institucionalización de la recomposición del equilibrio de 
poderes, a través de una iniciativa legislativa con la cual se haga viable la 
elección popular de contralores. 
 
En Colombia vivimos una legitimación formal del Estado, que se refiere al 
acatamiento de la Constitución Política, la Ley y los reglamentos, pero no a su 
cumplimiento; y ello lo expresa, paradójicamente con suficiencia el poder ejecutivo 
cuando aplaude o censura las decisiones acertadas o erradas de los poderes 
legislativo, judicial y órganos autónomos. Por ello, la legitimación del Estado 
quedaría reducida a una simple ficción, sin una organización de la democracia 
conforme a los principios de libertad democrática materializada en la soberanía 
popular, con la mayor participación ciudadana y codecisión posible de todos los 
ciudadanos por igual, que en el caso que nos ocupa es la elección por voto 
directo, universal y secreto de los Contralores, por cuanto no tiene lógica que 
quien controla se encuentre en una minoría de edad frente o los poderes públicos 
del Estado, que se expresa en la conformación de la terna por el poder judicial y 
la elección por el poder legislativo o las corporaciones públicas en el orden 
territorial.  
 
Uno de los pilares básicos de todo Estado Constitucional, Democrático y Social de 
Derecho es su expresión de velar por la aplicación del principio, valor, deber y 
garantía democrática de rango de derecho fundamental. Como se expresó supra 
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al Estado Colombiano le falta desarrollarse en forma puntal este campo, no es 
suficiente la separación de poderes, debemos ir más allá. Los órganos de control 
deben convertirse en las entidades que con su ejercicio de controlar y vigilar 
asuman el proceso vanguardista de la evolución del estado frente a la eficiencia y 
eficacia que legitiman su gobernabilidad. 
 
Nuestra Constitución Política debe cumplir su papel estabilizador, liberando 
cargas, decidiendo con el sistema de principios, derechos y garantías de aquello 
que es un problema fundamental para la democracia y la gobernabilidad. No tiene 
sentido lógico que el representante del órgano de control sea integrado y elegido 
por los poderes públicos judicial y legislativo. Y que esta situación se replique en 
el orden territorial llevándolo a las corporaciones públicas.  
 
En un Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho, como el nuestro, 
determinado por los valores, principios, derechos y deberes de las personas, 
sobresalen con primacía los principios de la soberanía popular, la democracia 
representativa, la participación ciudadana. Los valores referidos al pluralismo 
político e integración por vía electoral de los cargos de elección popular son 
esenciales para la materialización de la función constitucional a través de la 
función administrativa, asegurando con ello el cumplimiento de los fines 
esenciales del Estado Constitucional, Democrático y Social de Derecho. 
 
Es claro que el poder constituyente puede hacerlo todo en relación con la 
creación constitucional. No está subordinado a una Constitución previa. El pueblo 
en quien radica la soberanía ejerce el mayor y más importante de sus poderes, 
cuando realiza esta función, debe estar libre de toda limitación, de cualquier 
forma, a excepción de la que le parece más adecuada de adoptar. Esa 
modificación constitucional debe ser realizada por el Congreso de la República, 
mediante acto legislativo reformatorio de la Constitución Política.  
 
El Congreso debe impulsar la reforma constitucional propuesta por cuanto ello 
reivindica su papel dinámico y regulador mediante normas de la aceptación 
sociopolítica de una realidad que debe dar paso a la innovación de las 
expresiones ciudadanas, en especial con los postulados de la soberanía popular y 
la democracia representativa. En mérito de tales consideraciones y ante la 
inevitable responsabilidad que le asiste al legislador, se propone enmarcar 
constitucionalmente la realidad social con un ámbito normativo que acoge el 
querer o la voluntad popular y que deja en manos del constituyente primario la 
libre y democrática discusión y elección de los contralores. Será al pueblo 
colombiano a quien el legislador dote de las herramientas constitucionales que le 
permitan discutir, debatir y finalmente elegir mediante voto directo y universal, y, 
en una sola vuelta en el escenario propio de la voluntad general y el interés 
público del país los representantes del control fiscal, en los términos que se 
propone en el presente proyecto de Acto Legislativo. 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO REFORMATORIO DE LA 
CONSTITUCIÓN 
 
NUMERO 001 DE 2010 SENADO 
 
Por medio del cual se reforman los artículos 267 incisos cuarto, quinto y noveno; 
272 inciso 3, de la Constitución Política.  
 




Artículo 1°. El inciso final del artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
El Contralor General de la República y los Contralores territoriales serán elegidos 
por voto directo en elecciones que serán celebradas en el noveno día hábil del 
mes de septiembre para un período igual al del Presidente de la República, 
Gobernadores y Alcaldes. No podrá ser reelegido para el período inmediato ni 
continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del 
orden nacional o territorial, salvo la docencia, ni aspirar a cargos de elección 
popular sino un año después de haber cesado en sus funciones.  
Sólo el Consejo Nacional Electoral puede admitir las renuncias presentadas por el 
Contralor y proveer las vacantes definitivas del cargo; se reserva a la ley su forma 
y términos. 
 
Artículo 2°. Derógase el inciso 3, del artículo 272 de la Constitución Política. 
 
Artículo 3: VIGENCIA. El presente acto legislativo rige a partir de su 
promulgación. 
